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RESUMEN 

El agraviado en el Nuevo Código Procesal Penal, cuenta con pocos derechos y más aún 

en un juicio oral, la víctima tiene escasa participación en su defensa, puesto que tiene muy 

limitada su intervención, ya que no tiene derecho a realizar sus alegatos, no ofrece prueba, 

no interroga a los órganos de prueba, etc. en este contexto,  se plantea la siguiente 

interrogante de investigación ¿De qué forma interviene el agraviado en la etapa de 

juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal?,  el objetivo fue analizar la intervención 

del agraviado en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. La 

metodología corresponde al enfoque cualitativo, con un diseño de investigación de 

estudio de caso y como métodos se emplearon el deductivo e inductivo, asimismo, se ha 

utilizado las técnicas de la entrevista y la observación documental, y como instrumentos 

la guía de entrevista y la ficha de observación. Los resultados indicaron que el agraviado 

si participa en la etapa de juzgamiento, pero su participación es muy militada, también se 

reconoció que el agraviado no cuenta con derecho expreso para intervenir en la etapa de 

juzgamiento y por último se determinó que si se vulneran principios y derechos con 

relación al agraviado en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Finalmente, el aporte de la investigación consiste en la modificación del artículo 95 del 

Código Procesal Penal y para ello se propone un proyecto de ley en el cual se amplíe los 

derechos del agraviado. 

Palabras clave: Agraviado, Código Procesal Penal, intervención, juzgamiento. 

  



16 
 

ABSTRACT 

"The victim in the New Criminal Procedural Code has few rights, and even more so in an 

oral trial. The victim has limited participation in their defense, as their intervention is 

highly restricted. They do not have the right to make their opening statements, offer 

evidence, cross-examine witnesses, etc. In this context, the following research question 

arises: How does the victim intervene in the judgment stage under the New Criminal 

Procedural Code? The objective was to analyze the victim's intervention in the judgment 

stage under the New Criminal Procedural Code. The methodology follows a qualitative 

approach, with a case study research design. Deductive and inductive methods were 

employed, and the techniques used included interviews and documentary observation, 

with interview guides and observation sheets as instruments. The results indicated that 

the victim does participate in the judgment stage, but their participation is very limited. It 

was also recognized that the victim does not have an explicit right to intervene in the 

judgment stage, and it was concluded that principles and rights concerning the victim are 

violated in the judgment stage under the New Criminal Procedural Code. Finally, the 

contribution of the research consists of proposing an amendment to Article 95 of the 

Criminal Procedural Code, suggesting a draft law to expand the victim's rights." 

Keywords: Criminal Procedural Code, Intervention, Judgment, Victim. 
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CAPÍTULO I 

INTRODUCCIÓN 

El Nuevo Código Procesal Penal, ha determinado el rol de cada uno de los sujetos 

procesales que interviene en el desarrollo del juicio oral, otorgándole poco protagonismo 

al agraviado, especialmente cuando se encuentra en la etapa de juzgamiento, esta 

situación se ha advertido en el Juzgado Penal Unipersonal de la sede de Cotabambas de 

la Corte Superior de Justicia de Apurímac, pues el agraviado como sujeto procesal no 

interviene en desarrollo del juicio oral.  

La importancia del estudio se fundamenta en reconocer el hecho de que el 

agraviado, no intervenga en el desarrollo de la etapa de juzgamiento, esto contraviene los 

principios del Derecho Procesal Penal, como el derecho a la igualdad de armas, derecho 

de defensa, tutela jurisdiccional, establecidos en el Título Preliminar del Código Procesal 

Penal. El agraviado al no intervenir en el desarrollo de la etapa de juzgamiento se vulneran 

sus derechos pues no cuenta con las mismas oportunidades que las demás partes 

procesales. 

En esta situación, el presente estudio tiene como objetivo, analizar la intervención 

del agraviado en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal y como 

objetivos específicos:  Identificar si el agraviado cuenta con derechos para intervenir en 

la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal y determinar qué principios 

y/o derechos del agraviado se vulnera en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código 

Procesal Penal.  

La metodología corresponde al enfoque cualitativo, con un diseño de 

investigación de estudio de caso y como métodos se empleó el deductivo e inductivo, 
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asimismo, se ha utilizado las técnicas de la entrevista y la observación documental, y 

como instrumentos la guía de entrevista y la ficha de observación. 

Finalmente, la estructura de la investigación se encuentra distribuida de la manera 

siguiente: En el capítulo I, se presenta la introducción, el planteamiento del problema, las 

preguntas, objetivos y justificación de la investigación; mientras, que en capítulo II, se 

presenta la revisión de literatura, los antecedentes, a nivel internacional, nacional y local, 

y el marco teórico con los conceptos de las principales categorías. Seguidamente, se tiene 

el capítulo III de materiales y métodos, donde se presenta el ámbito del estudio, la 

muestra, la metodología, el enfoque, diseño de estudio, métodos, técnicas e instrumentos. 

En el capítulo IV, se presentan los resultados y discusión en función a los objetivos 

planteados, el informe termina con la presentación de las conclusiones y 

recomendaciones. 

1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

La problemática sobre los principios de Derecho Procesal Penal radica en que se 

garantizan y velan por la correcta función de los que actúan en el desarrollo del proceso 

penal, siendo estos principios de aplicación general, sin distinción alguna a todas las 

partes procesales, sin embargo, al no otorgar los mismos derechos y/o facultades al 

agraviado, hace que se vulneren sus derechos como parte o sujeto en el desarrollo del 

proceso penal. 

En el contexto mencionado, es que interviene una de las ramas de la criminología 

denominada la Victimología que estudia el impacto, la recuperación y reparación de la 

víctima del delito, proponiendo el reconocimiento de los derechos de la víctima y la 

necesidad de una justicia restaurativa. Por ejemplo, en el contexto mundial, 

específicamente, en México las normas legales otorgan al agraviado con derechos de 
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intervenir en el desarrollo del juicio oral o etapa de juzgamiento, haciendo que su 

participación sea más activa y tenga mayor protagonismo, consintiendo que el agraviado 

contribuya con el esclarecimiento de los hechos y que no se limite únicamente a ser un 

observador de lo que las demás partes procesales alegan en sus actuaciones. 

En el caso del Perú, los principios de Derecho Procesal Penal, garantizan y velan 

por la correcta función y actuación del desarrollo del proceso penal, siendo estos 

principios de aplicación general a todas las partes procesales sin distinción alguna, la 

problemática radica en que, al no otorgar los mismos derechos y/o facultades al agraviado, 

hace que se vulneren principios de Derecho Procesal Penal. 

El hecho de no permitirle intervenir al agraviado y su defensa técnica en el juicio 

oral, hace que el agraviado como tal, no tenga pleno acceso a la justicia, pues su 

pretensión únicamente depende del actuar del Ministerio Publico, la misma que puede ser 

adecuada o insuficiente, no logrando intervenir el agraviado en ninguna de estas 

situaciones, lo que a futuro puede continuar afectando los intereses del agraviado. 

Similar situación, también ha sido advertida por Condolo (2019) quien en su 

investigación: “La tutela de derecho a favor del agraviado”, ha indicado que la igualdad 

procesal no se ve reflejada con relación al agraviado y con ello se vulnera la Tutela 

Jurisdiccional. Por otro lado, Jiménez (2020) en su tesis titulada “Protección del 

agraviado en igualdad de partes en el proceso acusatorio en el distrito judicial de Ucayali, 

2020” indicó que, la aplicación del principio de igualdad de armas es producto de la 

doctrina y jurisprudencia mundial, reconocida como una aplicación básica en el proceso 

modelo acusatorio (…), sin embargo, hasta la fecha no se ha demostrado ningún grado 

significativo de igualdad. 
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Finalmente, esta problemática descrita párrafos arriba se observó en el Juzgado 

Penal Unipersonal de la provincia de Cotabambas de la Corte Superior de Justicia 

Apurímac, razón por la cual se han formulado las siguientes interrogantes de 

investigación: 

1.1.1. Pregunta general 

- ¿De qué forma interviene el agraviado en la etapa de juzgamiento en el 

Nuevo Código Procesal Penal? 

1.1.2. Preguntas específicas 

- ¿Qué derechos son ejercidos por el agraviado en la etapa de juzgamiento 

en el Nuevo Código Procesal Penal? 

- ¿Qué principios y/o derechos del agraviado se vulnera en la etapa de 

juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal? 

1.2. JUSTIFICACION DEL ESTUDIO 

La etapa de juzgamiento en el Código Procesal Penal, es la etapa estelar y ello 

porque es de gran importancia para el esclarecimiento de los hechos, por ello, se requiere 

de una intervención activa de todas las partes procesales, el Código Procesal Penal, ha 

detallado cuales son los derechos que tiene el acusado en la etapa de juzgamiento. Por 

otro lado, el Código Procesal Penal, ha otorgado algunos derechos a la parte agraviada, 

estos se encuentran detallados en el artículo 95 del Código Procesal Penal, cuando se 

señala que el agraviado tendrá derecho a ser informado de los resultados del proceso 

penal, ya que tendrá derecho a ser escuchado, cuando se trate de la extinción o suspensión 

de persecución de la acción penal, asimismo, tendrá derecho a recibir un trato digno, así 

como a impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria.  
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Como es de verse los derechos que ha otorgado nuestro Nuevo Código Procesal 

Penal a la parte agraviada es de ser informado y escuchado en los casos de extinción o 

suspensión de la acción penal, así como de recibir un trato digno e impugnar el 

sobreseimiento y la sentencia absolutoria, son derechos que no se ejercen durante la etapa 

de juzgamiento, por lo que, al no contar con derechos más amplios, la intervención del 

agraviado en juicio oral resulta no transcendental. 

Esta problemática, tiene una relevancia social, pues los agraviados, pese a que se 

les ha vulnerado algún derecho, pues no tienen los mismas atribuciones que las demás 

partes procesales, es así que, el agraviado aun cuando se dispone su notificación en el 

auto que cita a juicio oral, no tiene participación activa en el desarrollo de la etapa de 

juzgamiento, pese a que el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Penal en 

su numeral 3 refiere que “las partes intervendrán en el proceso con iguales posibilidades 

(…) y que los jueces preservaran el principio de igualdad procesal, debiendo de allanar 

todos los obstáculos que impidan o dificulten su vigencia”, se tiene también el articulo 

IX del Título Preliminar del Código Procesal Penal en su numeral 3, refiere  que “El 

proceso penal garantiza, también, el ejercicio de los derechos de información y de 

participación procesal a la persona agraviada o perjudicada por el delito. La autoridad 

pública está obligada a velar por su protección y a brindarle un trato acorde con su 

condición”.  De esta forma se conoce que uno de los principios del juicio oral o etapa de 

juzgamiento es el de contradicción de las actuaciones probatorias en el desarrollo del 

juicio oral consagrado en el artículo 356 del Nuevo Código Procesal Penal, por tanto, 

resulta de gran importancia, realizar un estudio al respecto de esta problemática. 
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1.3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

1.3.1. Objetivo general  

- Analizar la intervención del agraviado, en la etapa de juzgamiento en el 

Nuevo Código Procesal Penal. 

1.3.2. Objetivos específicos 

- Identificar si el agraviado cuenta con derechos para intervenir en la etapa 

de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal 

- Determinar qué principios y/o derechos del agraviado se vulneran en la 

etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal 
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CAPÍTULO II 

REVISIÓN DE LITERATURA 

2.1. ANTECEDETES 

2.1.1. A nivel internacional 

López (2022) en su artículo titulado: “El ejercicio de la acusación por parte 

de la víctima coadyuvante en el Nuevo Proceso Penal Cubano: posibilidades y 

límites”, publicado en la Revista Chilena de Derecho y Ciencia Política”, quien 

arribó a la siguiente conclusión: El alcance del procedimiento del perjudicado que 

ha decidido añadir una defensa (que no ha sido plenamente explicada por el 

legislador) debe determinarse mediante un ejercicio interpretativo, teniendo en 

cuenta la previsión concreta del derecho del perjudicado a la tutela judicial 

efectiva, la importancia de una intervención procesal coherente con el interés 

público que sustenta la actuación del fiscal, así como la importancia y las 

interacciones entre los tipos de procedimiento, el objeto del juicio y el objeto de 

la controversia. 

Benavides (2019) en su artículo titulado: “La reparación integral de la 

víctima en el proceso penal”, quien concluyó, que cuando se establezca la 

sentencia condenatoria, el juez debe de garantizar la reparación integral, la misma 

que debe de contener, conocer la verdad de los hechos, restitución, indemnización, 

rehabilitación, la garantía de que el hecho no vuelva a ocurrir y satisfacción del 

derecho violado. Como es de verse, el derecho penal se distingue del roll obsoleto 

de ser un instrumento de venganza social, para incentivar una conciliación entre 

el acusado y agraviado en favor de la convivencia social. 



24 
 

Hernández (2009) para optar el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas 

y Sociales, por la Universidad de Chile, con su tesis: “La participación de la 

víctima y del querellante particular en la persecución del delito: dogmática, 

normativa y estadística”, el autor arribó a las siguientes conclusiones: En este 

caso, dado que se ha demostrado que es poco probable que las víctimas tengan 

alguna influencia en los procesos penales, incluso si no se basan en objetivos 

punitivos, la inclusión de las víctimas justifica que el castigo sea un desafío 

interesante. Esto puede hacerse simplemente afirmando que el propósito del 

castigo es satisfacer el deseo de la víctima de ser testigo del sufrimiento de quienes 

han cometido un delito contra ella. Semejante enfoque reduciría el castigo al nivel 

de una simple venganza y no sería muy atractivo, tal vez destinado a capitular ante 

las emociones populares. Otro comienzo en falso sería convertir la cuestión de los 

derechos de las víctimas en el derecho a no ser víctima, lo que serviría 

convenientemente para unir diferentes teorías sobre el abuso y la protección 

social. La única excepción a un papel tan limitado de la víctima en el proceso 

penal se refiere a los delitos privados, en los que la parte perjudicada, denominada 

fiscal particular o fiscal particular, tiene pleno control sobre la acusación. Por 

supuesto, en un territorio bastante limitado, la posibilidad de dotar a las víctimas 

de tales capacidades es limitada; además, en opinión de este periodista, tal 

comportamiento debe ser legalizado, como ya se dijo anteriormente. Esto no 

significa que el papel de la víctima en el proceso de justicia penal no sea 

importante, de hecho, al intensificar la ejecución de actividades delictivas y 

prolongar su duración, el papel de las víctimas es innegable. Es un hecho 

indiscutible que a menudo las propias víctimas denuncian la notitia criminis ante 

el sistema judicial. 
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Noemi (2020) en su tesis titulada: “La víctima desde un nuevo paradigma 

de acceso, participación y protección”, para optar el grado de doctor en Derecho 

Penal y Ciencias Penales, por la Universidad del Salvador – Argentina. El 

investigador arribó a la siguiente conclusión: Si resulta posible la protección de 

los agraviados y demás partes dentro de un proceso penal, sin lesionar o violentar 

los derechos de los acusados, para lo cual se hará uso de las normas, pero además 

de otras que ofrecen de igual modo conocimiento y tratamiento con respecto de 

los agraviados. 

Atur (2020) en su tesis titulada: “Evolución del rol de la víctima en el 

Derecho Proceso Penal” para optar el grado de maestro en Derecho Penal y 

Ciencias Penales por la Universidad Nacional de Cuyo – Argentina, quien arribó 

a la siguiente conclusión: A lo largo de la historia el agraviado ha atravesado por 

distintos tratamientos, primero buscando reparar el daño a través de la venganza, 

para luego ser representado por el Estado, quien debía de garantizar la reparación 

del daño causado, sin embargo, ha sido también el mismo Estado quien se enfocó 

más en determinar si la conducta resultaba ser considerada como delito o no, 

dejando de socorrer al agraviado. 

2.1.2. A nivel nacional 

Mendoza y Rayme (2020) quienes, para optar el título de Abogado, por la 

Universidad Nacional San Agustín de Arequipa, con la tesis titulada: “Razones 

jurídicas propositivas para la constitución del agraviado en actor penal en el NCPP 

del 2004”. La metodología utilizada es; descriptiva y propositiva, con diseño no 

experimental desarrollado por objetivos. Las técnicas usadas son las fichas 

documentales y las encuestas; los instrumentos son los cuestionarios del contenido 
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de objetivos de la tesis; de los resultados se aprecia que sí existe la brecha o 

necesidad procesal normativa para legitimar la intervención del agraviado en la 

persecución, acusación y juzgamiento del proceso penal común. Del cual se 

destacó lo siguiente: Para analizar los datos de las conversaciones con abogados, 

así como analizar las acusaciones de los fiscales, la propuesta propone una 

institución procesal y legal que incluya la identificación de las víctimas como 

sujetos de los delitos violados en NCPP 2004, de modo que el propietario de la 

propiedad legalmente protegida que sufre el daño se transfiere por subrogación en 

el proceso penal para apoyar la preparación e iniciación del proceso penal, en 

reunir eficazmente elementos persuasivos relevantes, favorables y útiles; que 

garanticen una protección efectiva de los acusados bajo investigación basada en 

el estado de derecho y respaldada por disposiciones constitucionales y 

contractuales como formas básicas de garantías procesales. 

Rizabal y Rodríguez (2018) en su tesis titulada: “Derechos y garantías del 

agraviado y el actor civil Huaral, 2015”, para optar el título de abogado por la 

Universidad Nacional Faustino Sánchez Carrión, que tuvo un enfoque cualitativo, 

con un diseño no experimental, tuvo como objetivo general determinar si la 

exigencia procesal penal al agraviado de constituirse en actor civil cuando ese este 

pretenda ser resarcido es congruente con su expectativa de tutela jurisdiccional 

efectiva. Huaral año 2015 y como objetivos específicos a) identificar si el Código 

Procesal Penal discrimina al agraviado con relación al Actor Civil en cuanto a su 

derecho a ser resarcido, y conforme a su comprensión. Huaral año 2015 b) 

determinar las circunstancias en que el agraviado puede apelar el auto de 

sobreseimiento 
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basándose en la existencia de un error in indicando. quienes arribaron a la 

siguiente conclusión: El régimen jurídico de organización de los sujetos civiles y 

de los perjudicados en el derecho nacional respecto del derecho comparado es 

desfavorable porque, al otorgarles el derecho a probar la comisión de hechos 

delictivos, privó a los actores civiles de su derecho de organización. Los derechos 

civiles, así como el requisito de que la parte perjudicada actúe como actor civil 

para poder reclamar una compensación civil, son inconsistentes con los principios 

rectores humanistas de un sistema orientado al adversario y al garante. 

Vásquez (2014) para optar el título de abogado por la Universidad Cesar 

Vallejo, con su tesis titulada: “El Derecho del agraviado para intervenir en el 

Nuevo Código Procesal Penal como acusador particular” Quien arribó a la 

siguiente conclusión: se afirma que la creación de la figura del acusador particular 

y su inclusión en el sistema procesal penal peruano ampliará su legitimidad de 

participación del perjudicado en el juicio, lo que requerirá no solo una 

indemnización civil por los daños causados, pero también una inmunidad 

limitada. 

Acosta y Flores (2020) para optar el título de abogado, por la Universidad 

Nacional Hermilio Valdizan, con la tesis: “La Constitución en Actor Civil del 

Agraviado y las garantías de una Tutela Procesal Efectiva en su favor en el Proceso 

Penal Común en Huanuco, 2017”, con enfoque cuantitativo, método Sociológico 

– Jurídico, con una muestra de 20 casos, con el objetivo general determinar si el 

agraviado al constituirse como actor civil, se le garantiza una tutela procesal 

efectiva de sus derechos en el proceso penal común en Huánuco y como objetivos 

específicos, identificar las barreras que limitan la constitución en actor civil del 

agraviado en el proceso penal común en Huánuco 2017 y corroborar si se 
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resguarda los derechos del imputado sobre los derechos del actor civil en el 

proceso penal común en Huánuco 2017. quienes arribaron a la siguiente 

conclusión: El perjudicado se encontró en una difícil situación jurídica durante el 

juicio penal general celebrado en Huánuco en 2017, que le exigió convertirse en 

sujeto civil y luego no le brindó protección jurídica efectiva, vulneró derechos 

sustantivos protegidos y tiende a quedar en la impunidad. 

Chávez (2022) para optar el grado de maestro en Derecho Penal y Procesal 

Penal, por la Universidad Cesar Vallejo, con su tesis titulada: “Limitación del 

agraviado para impugnar sentencias absolutorias respecto al objeto penal y su 

consecuente vulneración al Debido Proceso, 2021”. En cuanto a la metodología 

utilizo el enfoque cualitativo, diseño fenomenológico no experimental, tipo 

básico, como instrumento la guía de entrevista; participantes: 4 Fiscales Adjuntos 

al Provincial y Asistentes en Función Fiscal que laboran en la fiscalía provincial 

Corporativa de Arequipa. La presente tesis tuvo la siguiente conclusión: 

Finalmente, se encontró que la razón de la violación del debido proceso en los 

casos en que la parte perjudicada no puede impugnar las decisiones es que el 

derecho a un juicio justo incluye muchos derechos y garantías, entre ellos el 

derecho a la defensa, el derecho a apelar las sentencias, el derecho a la doble 

instancia, a la tutela jurisdiccional efectiva, y al limitar el derecho del perjudicado 

a defenderse y a impugnar las sentencias, viola el derecho al debido proceso. 

Jiménez (2020) para optar el grado de maestro en Derecho Penal, por la 

Universidad Nacional Hermilio Valdizan, con la tesis titulada: “Protección del 

agraviado en igualdad de partes en el proceso acusatorio en el distrito judicial de 

Ucayali, 2020” El método empleado fue descriptivo, inferencial y estadístico, tipo 

de investigación correlacional, de enfoque cuantitativa y con diseño de 
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investigación no experimental transversal o transaccional. La población objeto de 

estudio estuvo conformada por operadores de Justicia que ejercen funciones de 

jurisdicción a nivel del Distrito Judicial de Ucayali, siendo la muestra conformada 

por 83 operadores partícipes a criterio del investigador. La técnica empleada fue 

la encuesta cuyo instrumento fue el cuestionario de preguntas estructurado en 

forma de escala tipo Likert. La investigación tuvo como conclusión que la 

aplicación del principio de igualdad de armas es producto de la doctrina y 

jurisprudencia mundial, reconocida como una aplicación básica en el proceso 

modelo acusatorio, así como indispensable en el desarrollo de todo proceso 

judicial, que garantiza la libertad conforme a la ley. respetado; Sin embargo, hasta 

la fecha no se ha demostrado ningún grado significativo de igualdad entre víctimas 

y testigos. La ley y el resguardo de los agraviados en las normas nacionales e 

internacionales, deben reunir los presupuestos imprescindibles, como el de ser 

susceptible de ser aplicado en cualquier escenario y contar con la confianza de la 

justicia. 

Condolo (2019) para optar el título de abogado, por la Universidad Privada 

Antenor Orrego, con la tesis: “La tutela de derecho a favor del agraviado” tuvo 

como objetivo general determinar el fundamento jurídico que permitiría regular la 

tutela de derechos a favor del agraviado y como objetivos específicos   estudiar 

los principios rectores del proceso penal como garantía del derecho de todos los 

sujetos procesales, analizar la tutela de derechos como garantía del proceso penal 

peruano considerando su base constitucional y proponer la incorporación de la 

tutela de derechos como medio de defensa del agraviado en el proceso penal. El 

trabajo de investigación se obtuvo las siguientes conclusiones: Que con respecto 

de los Principio de Derecho Procesal Penal positivizados en el Título Preliminar 
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de la norma citada y en la Carta Magna, deben establecer la actividad de las partes 

procesales y de todos los sujetos que intervengan, así como los derechos que estos 

deben tener en razón de sus intereses, sin hacer distinción, sino más bien en un 

plano de igualdad. La tutela de derechos sirve para garantizar o reponer los 

derechos con los que el acusado tiene en el proceso, sin embrago, en función de 

la igualdad procesal este mecanismo que tiene como característica ser genérico y 

residual debe ampliarse para que cualquier sujeto procesal haga uso de ello cuando 

sienta que sus derechos están siendo vulnerados. Se tiene elementos para poder 

establecer la Tutela de Derechos a favor de la parte perjudicada, ya que el derecho 

a la igualdad debe preponderar, que el agraviado pueda hacer uso de este 

mecanismo. 

Espinoza (2019) para optar el título de abogada por la Universidad Cesar 

Vallejo, con la tesis: “La inclusión del agraviado en la negociación de la 

terminación anticipada y el derecho a la reparación del daño, 2021” En cuanto a 

la metodología el enfoque fue cualitativo, de tipo básico y con diseño de teoría 

fundamentada, se contó con 10 participantes (abogados especialistas en materia 

civil y penal), la técnica utilizada fue la entrevista y el instrumento la guía de 

entrevista Cuyo trabajo de investigación tuvo la siguiente conclusión: El Derecho 

Penal y Procesal Penal no solo está para la aplicación de la sanción legal y el 

derecho a la defensa del acusado, sino también para brindar protección a la parte 

agraviada, es por ello que debe ser necesaria la defensa privada del agraviado, con 

el objetivo de entender el proceso penal, proteger sus derechos y buscar la defensa 

de sus intereses que persigue, como velar por la reparación del daño causado. 

Salazar (2023) para optar el grado de maestro en derecho penal, con la tesis 

titulada: “Resguardo del agraviado para constitución en actor civil en el proceso 
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inmediato del delito de agresiones en Ica, 2021”. utilizo el enfoque cualitativo de 

tipo básico y diseño fenomenológico, los instrumentos de recolección de datos 

están compuesta por entrevistas, análisis de expedientes y el análisis de 

observación participativa. La presente investigación arribó a las conclusiones 

siguientes: Que el agraviado no obtiene información oportuna, acerca de las 

facultades que obtuviera por constituirse como actor civil, en la audiencia de 

incoación de proceso inmediato, y en consecuencia no obtiene una reparación 

justa, con lo cual se deduce que los derechos de las víctimas no son protegidos 

conforme la norma lo señala, lo que no tiene relación con tratados internacionales 

de los cuales el Perú es parte. 

Julca (2017) para optar el grado de maestro en derecho procesal penal, por 

la Universidad Nacional Santiago Antúnez de Mayolo, con la tesis titulada: 

“Limitaciones del agraviado para constituirse en actor civil en el juzgado de 

investigación preparatoria de la provincia de Huari durante el año 2013 – 2014” 

investigación que tuvo como objetivo general determinar los factores que 

imposibilitan al agraviado constituirse en actor civil en el Juzgado de 

Investigación Preparatoria de la Provincia de Huari durante el año 2013 – 2014 y 

como objetivos específicos evaluar el nivel de conocimiento y participación del 

agraviado en un proceso penal en el Juzgado de Investigación Preparatoria de 

Huari, identificar las condiciones que permiten al agraviado constituirse en actor 

civil en un proceso penal en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari y 

analizar la etapa del proceso penal en que el agraviado puede constituirse en Actor 

civil en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Huari. La presente 

investigación tuvo como conclusión lo siguiente: El Nuevo Código Procesal Penal 

no ofrece protección ni garantías para los agraviados, más por el contrario limita 
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su participación en el proceso penal, pues para intervenir con mayores derechos 

necesita constituirse en parte civil teniendo tiempo limitado también para hacerlo 

y supeditado a la decisión del fiscal sobre momento que decida dar por concluido 

su investigación; teniendo en cuenta que la constitución en Actor Civil solamente 

se realiza hasta antes de la conclusión de la investigación preparatoria. 

Ríos (2018) para optar el título de abogado, por la Universidad Cesar 

Vallejo, con la tesis: “Efectividad de la constitución del agraviado en actor civil 

durante la incoación del proceso inmediato en los delitos de lesiones culposas, 

tramitados en el Juzgado de Investigación Preparatoria de Tarapoto, 2016”. En la 

investigación se arribó a la conclusión siguiente: El nivel de satisfacción de las 

víctimas del delito de lesiones, con respecto a la reparación civil, lograda por el 

Ministerio Público, es bajo, representado por el 78% de los agraviados 

consultados, lo que coincide con el resultado anterior, toda vez que las victimas 

obtuvieron una reparación civil que poco o nada satisface el daño causado por el 

delito. 

2.1.3. A nivel local 

Pérez (2019) para optar el título de abogado por la Universidad Nacional 

del Altiplano, con la tesis: “Afectación al Principio de Igualdad de armas por 

concurrencia simultanea del denunciante y agraviado en la subfase de diligencias 

preliminares en investigaciones por delitos de corrupción de funcionarios” 

investigación que tuvo un enfoque cualitativo con un diseño de estudio de caso y 

tu como objetivo general determinar si se afecta el Principio de Igual de Armas 

del Proceso Penal, cuando existe concurrencia simultánea del denunciante y el 

agraviado durante la subfase de Diligencias Preliminares en investigaciones por 
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Delitos de Corrupción de Funcionarios y como objetivo específicos describir 

como en la subfase de diligencias preliminares se afecta el Principio de Igualdad 

de Armas e identificar las consecuencias procesales que se generan por la 

concurrencia simultánea del denunciante y el agraviado durante la subfase de 

Diligencias Preliminares para Investigados por Delitos de Corrupción de 

Funcionarios. Arribó a la conclusión siguiente: Existen alternativas procesales y 

jurídicas para superar el impacto del principio de igualdad de armas ante la 

presencia de los agraviados y denunciantes en las diligencias preliminares de 

personas procesadas por delitos relacionados a corrupción de funcionarios, en 

primer lugar mediante la emisión de una disposición de subrogación de actuación 

procesal, del Reglamento de Sustitución de Actos Procesales, y la segunda 

consiste en la incorporación del segundo párrafo al numeral 5 del artículo 334° el 

Código Procesal Penal, destinado a no violar el principio de igualdad de armas en 

investigaciones relacionadas con delitos específicos. 

 

Riveros (2018) para optar el grado de Magister en Derecho Penal, con su 

tesis titulada “Alcances de la intervención del agraviado en el acuerdo reparatorio 

en el sistema procesal acusatorio” investigación que tuvo como objetivo general 

determinar la naturaleza jurídica del acuerdo reparatorio en la aplicación del 

principio de oportunidad y analizar bajo qué criterios los fiscales interpretan el 

artículo 2 del Nuevo Código Procesal Penal, respecto a la parte agraviada que no 

23 está conforme con el acuerdo reparatorio e identificar los fundamentos y 

fórmula legal que permita una compatibilidad plena del acuerdo reparatorio en 

aplicación del Principio de Oportunidad y como objetivos específicos determinar 

la naturaleza jurídica del acuerdo reparatorio en la aplicación del Principio de 
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Oportunidad en relación a la intervención de la parte agraviada en el acuerdo 

reparatorio, analizar los criterios que adoptan los Fiscales sobre la interpretación 

del artículo 2 del Nuevo Código Procesal Penal en relación a la intervención dela 

parte agraviada que no está conforme con el acuerdo reparatorio en aplicación del 

principio de oportunidad e Identificar los fundamentos y fórmula legal que 

permita una compatibilidad plena del acuerdo reparatorio en aplicación del 

Principio de Oportunidad que compatibilice su regulación legal con su naturaleza 

jurídica. El investigador arribó a la conclusión siguiente: Existen diferentes 

visiones fiscales sobre la injerencia necesaria y/o innecesaria del agraviado en el 

acuerdo reparatorio al aplicar el principio de oportunidad, y algunos fiscales creen 

que es imposible firmar un acuerdo reparatorio sin la presencia e intervención del 

perjudicado, mientras que otros fiscales sostienen que si es posible el acuerdo 

reparatorio sin la participación de la parte agraviada; No existiendo consenso entre 

los fiscales. 

2.2. MARCO TEÓRICO 

2.2.1. La victimología.  

La victimología se enfoca en el estudio de las víctimas de los delitos, la 

víctima como perjudicado o agraviado es la persona que sin ser sujeto pasivo de 

la acción recibe las consecuencias dañinas del hecho punible, una definición de 

víctima cercana a la que postula la victimología, es aquella persona física que sufre 

directa o indirectamente, en su persona, bienes o derechos, los perjuicios 

derivados del hecho delictivo, pasivo de la acción recibe las consecuencias 

dañinas del hecho punible. 
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La victimología como un nuevo conocimiento que define los limites fuera 

del campo de la criminología, por cuanto la victimología no podrá seguir estando 

subordinado a la criminología por sus diferentes materias, si bien es cierto se trata 

de dos disciplinas interrelacionadas, pero cada una de ellas implica  aspectos 

diferentes; mientras que el propósito de la criminología es estudiar los fenómenos 

de desviación, categorías, consecuencias, delitos, conductas antisociales, el 

propósito de la victimología es estudiar a las víctimas de diversas etiologías, es 

decir la sociedad es solidariamente responsable de su existencia.  

Existen investigaciones al respecto que refieren que: 

El surgimiento de la victimología, desconocida hasta hace unas décadas 

como una disciplina autónoma, ha puesto una vez más a la víctima del 

delito en el centro de la atención científica; la fuerza de la irradiación del 

movimiento de restitución americana que incita a la prueba de modelos de 

restitución del daño también en los países europeos de tradición jurídico-

penal continental, la ampliamente demostrada ineptitud político-criminal 

de la pena de prisión y la frustración sobre el escaso éxito de la 

investigación relativa al tratamiento penitenciario y de los programas 

prácticos de resocialización, acentúan con fuerza esa tendencia (Condolo, 

2019, p.23). 

2.2.2. La victima como parte en el proceso penal 

El Nuevo Código Procesal Penal, plasmado en el Decreto Legislativo N° 

9574 representa un avance con relación a la normatividad vigente, en general, este 

código se encuentra dentro del modelo acusatorio adversarial que establece entre 

sus novedades la indagación previa a cargo del Ministerio Público, el juzgamiento 
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por distinto juez de la investigación y dentro del sistema garantista predominante 

consagra principios que deben respetarse en defensa de los derechos del imputado.  

En el tema que se trata, debe destacarse la introducción de formas de 

negociación respecto a la reparación del daño, entre estos se encuentra la 

aplicación del Principio de Oportunidad que ya se venía aplicando, así como la 

Terminación Anticipada del proceso artículo 468 y siguientes, lo que permite que 

imputado y víctima lleguen a un acuerdo sobre la reparación civil, introduciéndose 

en el proceso la denominada "diligencia de acuerdo". En la norma procesal, se 

distingue en forma nítida la figura del Agraviado de la del Actor Civil. En efecto, 

de acuerdo con el Título IV del Libro Primero del Código Procesal Penal, en sus 

artículos 94 y siguientes, la victima tiene derecho a ser informada de los resultados 

de la investigación y a impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria, y a 

ser escuchado antes de cada decisión que importe la extinción o suspensión del 

proceso. Creemos, sin embargo, que aún continúa limitada la participación del 

agraviado en la investigación. 

Al respecto también Condolo (2019) ha referido: 

Como se verá, el novísimo ordenamiento procesal penal reconoce un 

estatus especial al agraviado dentro del proceso. Ello precisamente para 

evitar la desigualdad de este en el proceso. No basta un proceso rodeado 

de garantías para el procesado, quien si bien tiene el derecho de que su 

culpabilidad sea probada, tampoco es factible dejar sin tutela jurisdiccional 

los derechos del perjudicado con el hecho. Ello porque uno de los fines del 

proceso debe ser el alcanzar la paz social en justicia. En suma, el 

ordenamiento procesal que está entrando en vigencia progresivamente 
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concede mayores derechos al agraviado, a fin de que su intervención no 

quede relegada en el proceso (pp. 35-36). 

2.2.3. El rol del agraviado 

El rol del agraviado además de ser el directamente perjudicado por el 

delito, es quien además pone en conocimiento del Ministerio Publico la noticia 

criminal, asimismo, aporta en la investigación, ya sea en las diligencias 

preliminares y en la investigación preparatoria propiamente dicha, y como se ha 

referido es el directamente perjudicado y se podría decir que el más interesado en 

el resultado del proceso, por tanto, no solo es el quien impulsa el proceso, sino 

que además este se encuentra presente en todo el desarrollo del proceso penal 

proveyendo de pruebas al Ministerio Publico como titular de la acción penal. 

2.3. EL AGRAVIADO EN EL PROCESO PENAL PERUANO 

2.3.1. Código de Enjuiciamiento en materia Penal de 1863 

El presente Código de Enjuiciamiento en materia Penal de 1863 de 

tendencia inquisitiva, entró en vigencia, el uno de marzo de 1863, este código 

tiene influencia en el código español de 1848, se trata pues del primer Código 

Procesal Penal Peruano, el cual estuvo en vigencia hasta el año 1920. 

El referido código estuvo comprendido en dos etapas el Sumario y el 

Plenario, el primero, estuvo orientado a descubrir la existencia del delito y el 

segundo, fue orientado a comprobar la culpabilidad y la inocencia del imputado. 

Respecto de la parte agraviada, el presente código coincide con lo que 

sostiene Neyra (2010) “se permitieron los acusadores particulares y la acusación 

popular, el fiscal tuvo la obligación de acusar y de cooperar con la acusación que 
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entable el agraviado o quien lo represente, el juez, sin embargo, podía actuar de 

oficio” (p.96). 

También es cierto que en el presente código no se detalla cuáles eran las 

facultades o derechos con los que contaba el agraviado o acusador particular, lo 

cierto es que este si podía intervenir, es más como acusador y que cuando este 

asumía dicho rol, el fiscal tenía la obligación de cooperar con la acusación 

particular ejercida por el agraviado o por quien lo represente, además, 

correspondía al fiscal formalizar la acusación formulada por el acusador.  

2.3.2. Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920. 

El presente cuerpo normativo entro en vigencia el dos de enero de 1920 de 

tendencia mixta, con tendencia al sistema acusatorio, tuvo una influencia francesa, 

conformada por dos etapas, las mismas que eran dirigidas por el mismo juez, se 

trata entonces de la etapa de instrucción y el juicio oral, el primero, orientado a 

reunir los datos necesarios sobre la comisión del delito y el segundo propiamente 

el juicio oral. 

El presente Código de Procedimientos en materia Penal, la acción penal 

era pública y ejercida por el Ministerio Fiscal y de oficio, al respecto, Neyra 

(2010) señala “se incorporó la acción civil por los daños causados por el crimen, 

la cual era ejercida por quienes habían sufrido algún daño por la comisión del 

delito” (p.98). 

En consecuencia, al integrarse la acción civil, la misma que era ejercida 

por el agraviado, además, de referir que la acción penal era pública y ejercida por 

el Ministerio Fiscal, hacen concluir que en el presente código, el agraviado no 

tenía facultad o derechos para intervenir, mucho menos, cuando se encontraba en 
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la etapa de juzgamiento, por lo que se podría decir que con la entrada en vigencia 

del presente código, la parte agraviada pierde esa facultad de poder intervenir en 

el proceso como lo hacía en el Código de Enjuiciamiento en materia Penal de 

1863. 

2.3.3. Código de Procedimientos Penales de 1940. 

Fue promulgado, el 23 de noviembre de 1939, se basó en fuentes 

españolas, fue tendencia mixta, es decir, inquisitiva y acusatoria, tuvo dos etapas: 

el de la instrucción que era reservada, escrita y la etapa de juzgamiento que se 

realiza en instancia única, también, referencia a los delitos que eran procesados a 

través del proceso sumario y el proceso ordinario. 

En cuanto al agraviado, este tuvo el derecho de constituirse en parte civil, 

que conforme al Código de Procedimientos Penales (1940) en su artículo 57, 

refiere que “la parte civil podrá ofrecer medios de investigación o medios de 

prueba intervenir en el juicio oral e interponer recursos, para salvaguardar sus 

intereses legítimos, la parte civil además refiere que colaborará con el 

esclarecimiento del hecho delictivo”. 

Asimismo, el presente código ha otorgado derechos al agraviado que se 

constituyen en parte civil, sin embargo, el agraviado como tal no cuenta con 

derechos para intervenir en el proceso penal, por lo que afrentado no participa, 

mucho menos, en la etapa de juzgamiento, si es que no se ha constituido como 

parte civil, por lo que ha perdido en definitiva una intervención alguna en el 

desarrollo del proceso penal.  
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2.3.4. Nuevo Código Procesal Penal de 2004. 

Con la reforma procesal y la entrada en vigencia del Nuevo Código 

Procesal Penal, se adscribe a un sistema acusatorio contradictorio, considerado 

como un sistema respetuoso de los derechos fundamentales, además de 

establecerse la separación de las funciones procesales, y se encomienda a los 

distintos sujetos procesales para garantizar un equilibrio por intermedio de la 

contradicción de las partes, frente a un tribunal imparcial. 

En consecuencia, el Código Procesal Penal ha otorgado roles para cada 

una de las partes, los mismos que pueden ser ejercidos en distintas etapas del 

proceso, sin embargo, están enfocados en la etapa de juzgamiento, y se tendrá que 

ver que el acusado cuente con derechos claros y precisos, los cuales pueden ser 

ejercido por si o por intermedio de su abogado defensor. 

 Neyra (2010) refirió que “A partir de ello diremos que las características 

fundamentales del sistema acusatorio son la separación de las funciones 

procesales, pues en el sistema inquisitivo los papeles se confunden y se reúnen en 

la persona del juez” (p.112). 

De igual modo ocurre con el Actor Civil, que cuenta con derechos, pero 

que estos tienen que estar orientados a la pretensión que persigue, prohibiéndole 

pronunciarse con respecto de la pena, pudiendo hacerlo únicamente con respecto 

de la reparación civil que le corresponde por haberse constituido en actor civil. 

Por otra parte, los derechos con los que cuenta el agraviado se encuentran 

detallados en el artículo 95 del Nuevo Código Procesal Penal de 2004 que refiere 

“que reciba un trato digno, que sea escuchado, que pueda apelar la sentencia 

absolutoria y el sobreseimiento”. Son derechos de los cuales no se precisa en qué 
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etapa procesal deben ser ejercidos, En cuanto al libro tercero del Nuevo Código 

Procesal Penal, en este se detalla el desarrollo del juicio oral en la sección III, no 

se verifica la intervención del agraviado durante la instalación del juicio oral, es 

decir, durante los alegatos de apertura, el desarrollo de la actividad probatorio y 

los alegatos finales, estableciéndose únicamente en el artículo 386 numeral 3) que, 

si el agraviado se encuentra presente y desea expresarse se le sedera el uso de la 

palabra, aunque no haya intervenido en el proceso, es decir, cuando ya culminó la 

actividad probatoria y no pueda insertarse ninguna información que pueda ser 

valorada por el juez, se le da el uso de la palabra, lo que resulta insulso, pues esa 

facultad no resulta trascendental. 

En síntesis, el agraviado en los Códigos Procesales Penales, que ha tenido 

el Estado Peruano no ha intervenido de forma activa en el desarrollo del proceso 

penal y mucho menos en el desarrollo de la denominada etapa de juzgamiento, 

salvo en el Código Procesal en Materia Criminal de 1863 que, si le otorgaba 

derechos, inclusive el de actuar como acusador particular, con el presente trabajo 

de investigación no se pretende retornar a dicha calidad del agraviado, sino que 

este participe en el desarrollo del juicio oral.  

2.4. EL AGRAVIADO EN LA LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 

2.4.1. El agraviado en el Código Procesal Penal Mexicano 

En la legislación mexicana, el término utilizado para referirse al agraviado 

es la víctima u ofendido por el delito, el artículo 105 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales de México de 2014, indica que “los sujetos del 

procedimiento penal son la victima u ofendido, el asesor jurídico, el imputado, el 

defensor, el Ministerio Publico, la policía, el órgano jurisdiccional y la autoridad 
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de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso” 

Además, refiere que “los sujetos que tendrán la calidad de parte en este Código, 

son el imputado, su defensor, el Ministerio Público, la víctima u ofendido y su 

Asesor jurídico”  Como es de verse en la legislación mexicana, la víctima es parte 

en el proceso penal e incluso se menciona que el agraviado tendrá un asesor 

jurídico. 

Asimismo, el artículo 109 de la norma citada, da a conocer los derechos 

que cuenta la victima u ofendido, evidenciándose que el presente código otorga 

un gran número de derechos que le corresponden al agraviado, dentro de ellos se 

puede apreciar que lo siguiente:  

El artículo VII refiere que la víctima tiene derecho a contar con un asesor 

jurídico gratuito en cualquier etapa del procedimiento, en los términos de la 

legislación aplicable; también en su numeral VII a contar con un Asesor jurídico 

gratuito en cualquier etapa del procedimiento, en los términos de la legislación 

aplicable; así como también según el numeral XV, que indica intervenir en todo el 

procedimiento por sí o a través de su Asesor jurídico, conforme a lo dispuesto en 

este código; por otro lado, también en su numeral XXV, indica  que se le repare el 

daño causado por la comisión del delito, pudiendo solicitarlo directamente al 

Órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que el Ministerio Público lo solicite. 

Ahora, en cuanto a la participación o intervención del agraviado en la etapa 

de juzgamiento en la legislación mexicana, en su artículo 394 refiere: 

Una vez abierto el debate, el juzgador que presida la audiencia de juicio 

concederá la palabra al Ministerio Público para que exponga de manera concreta 

y oral la acusación y una descripción sumaria de las pruebas que utilizará para 
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demostrarla. Acto seguido se concederá la palabra al asesor jurídico de la víctima 

u ofendido, posteriormente se ofrecerá la palabra al defensor, quien podrá expresar 

lo que al interés del imputado convenga en forma concreta y oral”.  

Por lo tanto, el agraviado cuenta con esa facultad de realizar sus alegatos 

de apertura. De igual modo el artículo 372 señala en su segundo párrafo: Los 

testigos, peritos o el acusado responderán directamente a las preguntas que les 

formulen el Ministerio Público, el defensor o el asesor jurídico de la víctima, en 

su caso.  

Con ello se puede afirmar que el agraviado, además de tener el derecho de 

ser asistido por un letrado, también cuenta con la facultad de interrogar a los 

testigos o peritos, por lo que la víctima o el ofendido si interviene en el desarrollo 

del juicio oral. 

2.4.2. El agraviado en el Código Procesal Penal de la Nación Argentina 

El Código Procesal Penal de la Nación Argentina, en su artículo 12 del 

Título Preliminar refiere que el agraviado tiene derecho a: 

Tutela judicial efectiva, a la protección integral de su persona, su familia 

y sus bienes frente a las consecuencias del delito, a participar del proceso penal 

en forma autónoma y a solicitar del Estado, la ayuda necesaria para que sea 

resuelto su conflicto. Las autoridades no podrán, bajo pretexto alguno, dejar de 

recibir sus denuncias o reclamos y de poner inmediatamente en funcionamiento 

los mecanismos legales previstos para su tutela efectiva. 
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Se puede evidenciar, que el presente código, otorga facultades al agraviado 

inclusive de participar de forma autónoma en el proceso penal, es decir se trataría 

de un estilo de querellante particular. 

2.4.3. El agraviado en el Código Procesal Penal Chileno 

El Código Procesal Penal Chileno en su artículo 12, refiere que “se 

considerará interviene en el procedimiento al fiscal, al imputado, al defensor, a la 

víctima y al querellante” Por otro lado, al igual que en la legislación argentina, 

este código refiere lo siguiente: 

La víctima puede constituirse en querellante y conforme al artículo 261 de 

la citada norma, refiere que el querellante se puede adherir a la acusación del 

Ministerio Público o acusar particularmente y podrá ofrecer prueba para poder 

sustentar su acusación; así mismo en el artículo 325 de la referida norma, refiere 

que en el desarrollo del juicio oral, el presidente de la sala concederá el uso de la 

palabra al representante del Ministerio Público, así como al querellante para que 

ostenta la acusación de la demanda civil, si lo hubiera interpuesto. También, el 

querellante se encuentra facultado para realizar el interrogatorio a los testigos y 

peritos. 

En cuanto a la participación de la víctima se ha referido a que este puede 

constituirse como parte o acusador particular, de esta forma puede realizar los 

alegatos correspondientes, ejerciendo sus derechos y/o facultades que le permiten 

intervenir o participar en el desarrollo del juicio oral. 
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2.4.4. El agraviado en el Código Procesal Penal Cubano 

En la legislación cubana, el agraviado es denominado víctima o 

perjudicado, y de modo similar, este puede constituirse en parte procesal para 

poder adquirir mayores derechos, tales como poder examinar las actuaciones, 

proponer pruebas para el esclarecimiento de los hechos,  adherirse a la pretensión 

resarcitoria del representante del Ministerio Público o ejercer la reparación civil 

de forma independiente en el mismo proceso penal y  así participar  como 

coadyuvante de la acusación en el juicio oral por medio de su abogado defensor.  

Por cuanto la Ley N° 143 Ley del Proceso Penal Cubano, en el artículo 18, 

numeral 2, que indica “si la víctima o el perjudicado no consiente la decisión del 

fiscal, puede ejercitar la acción penal ante el tribunal, representada por un 

defensor, en el plazo de diez días”.  

En cuanto a la participación de la víctima, refiere que este puede 

constituirse como parte o acusador particular y de ese modo realizar los alegatos 

correspondientes, por lo que tiene derechos y/o facultades que le permiten 

intervenir o participar en el desarrollo del juicio oral. 

2.4.5. El agraviado en el Código Procesal Penal Boliviano 

Al igual que las demás legislaciones, en el Estado boliviano se define al 

agraviado como aquella persona que ha sufrido de forma directa las consecuencias 

del delito, otorgándole derechos como de ser informado, escuchado y recibir un 

trato digno, además, se le da facultad al agraviado en constituirse en querellante 

en delitos de persecución pública, otorgándole mayores derechos de participación 

en el desarrollo del proceso penal, también de poder promover la acción penal 

mediante la querella. 
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Con respecto, a la intervención del querellante en la persecución de los 

delitos de persecución pública, la normativa, establece que pueden realizar los 

alegatos correspondientes, el artículo 356 del Código de Procedimientos Penales 

de Bolivia refiere que “pueden realizar los interrogatorios a los testigos, así como 

peritos” por lo que también el agraviado previa constitución en querellante cuenta 

con una intervención o participación activa en el desarrollo del juicio oral.  

2.4.6. Código Procesal Penal Uruguayo  

 Al igual que las demás normas procesales, el Código Procesal Penal de 

Uruguay, también establece derechos, inclusive en gran número a la víctima a 

quien lo define como el perjudicado por el delito, ello se puede observar en el 

artículo 81 y resaltando alguna de ellas, se refiere que el agraviado tiene el derecho 

de: b) a intervenir en el proceso y ser oído en los términos previstos, c) a proponer 

prueba durante la indagatoria preliminar, así como en la audiencia preliminar y en 

la segunda instancia, coadyuvando con la actividad indagatoria y probatoria del 

fiscal”. 

En relación, a la intervención del agraviado en la etapa de juzgamiento, el 

artículo 271, si bien es cierto no indica si el agraviado realiza los alegatos de 

apertura, sin embargo, refiere que este tiene la posibilidad de ofrecer pruebas en 

el juicio oral de ser el caso.  

2.4.7. Código de Procedimientos Penales de Colombia  

En el Título Preliminar del Código de Procedimientos Penales de 

Colombia, se establecen los principios rectores y garantías procesales, el artículo 

XI, menciona los derechos de las víctimas, detallando que estos tienen derecho a 

ser oídos y a recibir un trato digno, así como a ser asistidos por un abogado, sin 
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embargo, no establece la participación del agraviado de forma activa en el 

desarrollo del juicio oral. 

2.4.8. Código de Procedimiento Penal de Brasil 

El Código Procesal Penal Brasileño de 1941 califica al perjudicado por el 

delito como el ofendido, el artículo 268 de la referida norma refiere que en todos 

los términos de la acción pública, podrá intervenir como auxiliar del Ministerio 

Público, el ofendido o su representante legal; revisada dicha normativa, no se 

observa mayores detalles de cómo es que se desarrolló el juicio oral o que 

derechos tiene el ofendido en el desarrollo del proceso penal en Brasil, 

únicamente, menciona que el ofendido interviene como un auxiliar del Ministerio 

Público. 

2.5. LA ETAPA DE JUZGAMIENTO  

2.5.1. Principios de la etapa de juzgamiento  

Los principios tienen un carácter de orientación que permiten guiar la 

interpretación de las normas jurídicas, estos principios se han introducido 

mayormente en los Títulos Preliminares de los cuerpos normativos, en donde se 

encuentran consagrados en la Constitución Política y como se ha referido, también 

se encuentran en el Código Procesal Penal, tal como ha referido Sánchez (2020) 

No obstante, las leyes son el desarrollo de la carta constitucional y como 

tal encuentran en esta los pilares o principios rectores, derechos y garantías 

sobre los cuales se establece el comportamiento de las personas, las 

disposiciones que se aplican y el procedimiento que se tiene que seguir. 

(p.35).  
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Entendiendo a los principios como aquellos conceptos considerados como 

pilares sobre los cuales se establece y sistematiza todo el cuerpo normativo. 

Nuestro Código Procesal Penal, dentro del Título Preliminar, establece 

diez principios, como el de justicia penal, el cual refiere que la justicia es gratuita 

y que esta se imparte con imparcialidad, y que las partes intervendrán con iguales 

posibilidades de ejercer los derechos previstos en la Constitución y el presente 

código; seguido de ello, se tiene el principio de presunción de inocencia, referido 

a que toda persona imputada es inocente hasta que no se declare judicialmente su 

responsabilidad; se tiene además el principio ne bis in idem, es decir, nadie puede 

ser procesados o sancionados dos veces por el mismo hecho; también, refiere que 

el titular de la acción penal es el representante del Ministerio Público salvo en los 

casos de persecución privada; asimismo, refiere que toda medida de limitación de 

derechos debe ser interpuesta por el juez competente, también hace mención a la 

legitimidad de la prueba, el derecho de defensa y la prevalencia de los principios 

sobre las demás que contiene el Nuevo Código Procesal Penal. 

Por tanto, nuestro ordenamiento procesal ha establecido una seria de 

garantías que deben de ser aplicadas y no vulneradas en todo momento, es decir, 

en todo el desarrollo del proceso penal. 

2.5.1.1. Tutela Judicial Efectiva 

Principio o garantía que se reconoce en nuestra Constitución 

Política y que su contenido está compuesto por otros derechos que tienen 

que ser de cumplidos obligatoriamente en el trámite de un proceso, que 

puede ser ejercido por personas naturales o jurídicas, y que puede ser 
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aplicable al derecho de defensa o intereses con sujeción a un debido 

proceso, es decir por los sujetos procesales. 

Al respeto Neyra (2010) refiere: 

El derecho a la tutela judicial efectiva está reconocido en nuestro 

ordenamiento constitucional en el artículo 139, inciso 3, donde, si 

bien aparece como "principio y derecho de la función 

jurisdiccional", es claro tanto para la doctrina unánime como para 

la propia jurisprudencia de este Tribunal que se trata de un derecho 

constitucional que en su vertiente subjetiva supone, en términos 

generales, un derecho a favor de toda persona de acceder de manera 

directa o a través de representante, ante los órganos judiciales; de 

ejercer sin ninguna interferencia los recursos y medios de defensa 

que franquea la ley; de obtener una decisión razonablemente 

fundada en derecho; y, finalmente, de exigir la plena ejecución de 

la resolución de fondo obtenida. (p.p.122-123). 

En ese entender, el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva es 

un derecho que ampara a cualquier sujeto procesal, a fin de poder hacer 

valer sus derechos cuando estos sean vulnerados. 

2.5.1.2. Principio de Contradicción 

El principio de contradicción se ejerce cuando las partes 

procesales, efectivizan y hacen valer, libremente, sus pretensiones y 

defensas, a través de la introducción de hechos, los cuales tienen que 

fundamentar y probar en su oportunidad, por lo que se dice que, por medio 
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de este principio, el desarrollo del proceso penal tenga una estructura 

dialéctica. 

Para San Martin (2020) el principio de contradicción tiene dos 

vertientes: 

Su contenido es doble, por un lado, importa la necesidad de ser 

oído, 1 que se erige en un derecho no renunciable, que funciona 

como regla imperativa en la etapa de enjuiciamiento (artículos 1.2 

TP y 356.1 CPP): no se permite el juicio en ausencia (artículos 

139.12 de la Constitución y 79.4-5 CPP), y como regla no 

imperativa en la etapa de investigación preparatoria; las partes han 

de haber tenido la posibilidad procesal de alegar, no se requiere de 

una obligación de hacerlo. 2 del otro, impone el conocimiento de 

todos los materiales de hecho y de derecho, aunque en este último 

ámbito -de los materiales propiamente jurídicos- rige el iura novit 

curia, de suerte que el juez puede tener una tercera opinión, a 

condición de un previo conocimiento de las partes y la posibilidad 

de alegar en torno a la misma. (p.70) 

Por lo tanto, en otros términos, el principio de contradicción puede 

ser plasmado en el dicho de que nadie puede ser sancionado, sin ante haber 

sido oído y vencido en juicio. 

2.5.1.3. Principio de igualdad de armas 

El referido principio se expresa en mayor plenitud en la etapa de 

juzgamiento, además, exige una correcta administración de justicia y que 

no genere desventajas a ninguna de las partes procesales, por tanto, las 
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partes en el proceso han de tener las mimas posibilidades, derechos y 

obligaciones de modo que no exista privilegios ni a favor ni en contra de 

ninguna de ellos, al respecto San Martín (2020) señala “en materia 

procesal penal, la igualdad es un valor superior, por tanto, la causa penal 

no puede albergar situaciones diferenciadas, pues todos los actores han de 

recibir idéntico trato por parte de la jurisdicción” (p.71).  

Asimismo, el principio de igualdad de armas se encuentra 

establecido dentro del principio del debido proceso lo que supone que el 

acusado, no pueda estar en mejor posición desventajose de ninguna de las 

demás partes procesales.  

2.5.2. Derechos de las partes procesales en la etapa de juzgamiento 

El Nuevo Código Procesal Penal acusatorio adversarial, ha determinado el 

rol de cada una de las partes procesales, otorgándoles derechos y/o facultades que 

pueden ser ejercidos en las distintas etapas del proceso penal, se debe de entender 

como partes procesales a todas aquellas personas que interviene en el desarrollo 

del proceso penal, es decir el juez, el fiscal, el acusado, el tercero civilmente 

responsable, el agraviado, el actor civil, de quienes se podría decir que son los 

directamente intervinientes en el proceso penal, sin embargo, se ha mencionado 

que el juez pese a que interviene en el desarrollo del juicio oral, no es considerado 

como parte procesal, debido a que este tiene una cualidad de imparcialidad lo que 

lo coloca por encima de las demás partes, por tanto, en este apartado se pretende 

dar a conocer los derechos de las partes que intervienen en el desarrollo del 

proceso. 
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2.5.2.1. Derechos del acusado 

Vendría a ser persona a quien se le imputa los hechos o la comisión 

de un hecho delictivo, es la persona sobre el cual recae el acto 

incriminatorio, le asiste el derecho de defensa desde que es investigado 

hasta la emisión de la sentencia, durante el inicio de las investigaciones no 

resulta necesaria su presencia, pero si resulta necesario que este sea 

debidamente identificado, con relación a los derechos del acusado, 

conforme al Nuevo Código Procesal Penal de 2004, en su artículo 71 

refiere: 

 El acusado tiene derecho i) a ser valer por sí mismo o por 

intermedio de su abogado, lo derechos que le confiere la 

Constitución y de las normas, ii) tiene derecho a conocer los hechos 

que se le acusan, iii) a que comunique su detención, iv) a ser 

asistido por un abogado, v) a abstenerse de declarar y si acepta 

hacerlo que su abogado este presente, vi) que no se emplee en su 

contra medios coercitivos, vii) a ser examinado por un médico. 

Nuestro código procesal, garantiza los derechos del acusado y los 

reconoce como tal, lo que resulta necesario ante la imputación de los 

cargos que se le atribuyen. 

2.5.2.2. Abogado defensor 

Se trata de un profesional en derecho, quien ejerce la defensa 

técnica del acusado, conforme al Nuevo Código Procesal Penal de 2004 y 

de acuerdo al artículo 84 del mismo cuerpo legal, que menciona:  
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El abogado defensor, tiene derecho a i) a prestar asesoramiento al 

acusado, ii) interrogar al acusado, así como a los testigos y peritos, 

iii) a recurrir a un experto en ciencia para la mejor defensa, iv) a 

participar en las diligencias, a aportar medios de investigación y e 

prueba, v) a realizar peticiones orales o escritas, vi) a tener acceso 

al expediente y a vii) interponer recursos.  

También, se aclara que tanto el imputado como su defensa, cuentan 

con derechos que son reconocidos como tal, y que estos garantizan que el 

poder punitivo del estado no vaya en contra de tales derechos. 

2.5.2.3. Ministerio Público 

Sin tener dudas el proceso penal tiene como objetivo la 

averiguación de la verdad o la más próxima a la verdad, el fiscal como 

representante del Ministerio Público, es el conductor desde el inicio de las 

investigaciones, al respecto Villegas (2019) refiere:  

Al Ministerio Público se le reconoce varias facultades, como son la 

de ser titular del ejercicio público de la acción penal en los delitos, 

tiene el deber de la carga de la prueba en el proceso instaurado, así 

como el control de legalidad de las actuaciones policiales –inciso 5 

del artículo 159 de la Constitución Política del Estado, art. 322.1 y 

art. IV del Título Preliminar del Código Procesal Penal, 

concordante con el art. 14 de su Ley Orgánica, Decreto Legislativo 

Nº 52, y art. 68.2 del mencionado código procesal–, asumiendo la 

conducción de la investigación desde su inicio, como son la 

investigación preliminar y la preparatoria, para lo cual previo 
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estudio de los hechos, elementos probatorios recaudados, 

determinará si la conducta incriminada se encuentra enmarcada 

dentro de un tipo penal, para luego determinar y acreditar la 

responsabilidad o inocencia del imputado, a través de la acusación 

o la solicitud de sobreseimiento de la causa. (p.161). 

En efecto, el representante del Ministerio Público es quien actúa a 

su vez como representante de la sociedad en los procesos penales y tiene 

amplias facultades para el esclarecimiento de los hechos. 

2.5.2.4. Derechos del tercero civil 

Es considerado como tercero civilmente responsable, a aquel que 

tiene una relación o vinculación con el imputado, además, responde a la 

reparación civil conjuntamente con el imputado, si este último resulta ser 

responsable, para ser considerado como tercero civil nuestro Código 

Procesal Penal establece dos presupuestos, i) acreditar la existencia de 

responsabilidad civil generada como consecuencia del delito y ii) la 

responsabilidad debe de tenerla conjuntamente con el imputado lo que 

quiere decir que debe de existir un vínculo jurídico con el imputado. 

De otro lado, para que el tercero civil responda por los daños se 

deben de determinar lo que señala Villegas (2019) “a) El hecho causante 

del daño está constituido por la conducta, que en su accionar afectó al bien 

jurídico. b) El daño o perjuicio. c) Relación de causalidad, existente entre 

la acción y el resultado” (p.203). Con respecto de los atributos o derechos 

con los que cuenta el tercero civil, conforme al Nuevo Código Procesal 
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Penal, este cuenta con los mismos derechos y atribuciones que el 

imputado. 

2.5.2.5. Derechos del actor Civil 

Es la parte procesal que tiene su origen en el agraviado o 

perjudicado por el hecho delictivo, en palabras de Villegas (2019) refiere 

que: 

El Actor civil es el perjudicado que ejerce su derecho de acción 

civil dentro del proceso penal, es decir, es quien ha sufrido en su 

esfera patrimonial, los daños producidos por la comisión del delito, 

siendo titular, frente al responsable civil, de un derecho de crédito, 

bien a título de culpa, bien por la simple existencia de una 

responsabilidad objetiva que pudiera surgir con ocasión de la 

comisión de un delito (p.196). 

Para que el agraviado pueda constituirse en Actor Civil debe de 

reunir los requisitos establecidos en el artículo 100 del Nuevo Código 

Procesal Penal, además, este tiene plazo hasta antes del vencimiento de la 

investigación preparatoria para poder presentar dicha solicitud de 

constitución, al lograr su constitución como actor Civil, el artículo 104 del 

Nuevo Código Procesal, refiere que el actor civil, además, de los derechos 

que se le reconoce al agraviado, también, está facultado para deducir 

nulidad de actuados, ofrecer medios de prueba o de investigación, 

participar en los actos de investigación, intervenir en el juicio oral entre 

otros, por lo tanto, el agraviado que se constituye en actor civil cuenta con 

derechos para intervenir en el juicio oral por tanto puede realizar los 
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alegatos de apertura, puede interrogar o contrainterrogar a los órganos de 

prueba, se pronuncia con respecto de las pruebas documentales, ofrece 

pruebas nuevas o de oficio, realiza los alegatos de clausura y además 

solicita la reparación civil,  sin embargo, estas facultades o derechos 

únicamente los puede realizar con respecto de la pretensión resarcitoria 

que persigue. 

2.5.2.6. Derechos del agraviado 

Se debe de entender como agraviado a aquella persona que ha 

resultado directamente perjudicado por la comisión del delito, suele 

confundirse, al actor civil con el agraviado, al respecto Villegas (2019) 

refiere que:  

La diferencia operativa entre estos radica básicamente en que el 

primero gozaría de derechos de carácter general: a impugnar el auto 

de no ha lugar a abrir instrucción, a impugnar el sobreseimiento o 

la sentencia absolutoria, a ser informado del resultado del proceso 

penal, etc., mientras que el segundo además de estos gozaría de 

derechos de carácter específico: deducir la nulidad de actuados, a 

participar en los actos de investigación y de prueba, etc (p.196). 

Con respecto de los derechos que este ostenta en el desarrollo del 

juicio oral, según el Nuevo Código Procesal Penal, no detalla 

expresamente que derechos cuenta en el desarrollo del juicio oral, sin 

embargo, tampoco existe un dispositivo que prohíbe la intervención en 

dicha etapa procesal. 
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2.6. ETAPAS DEL JUICIO ORAL 

Una vez emitida el auto de enjuiciamiento, los actuados son remitidos por ante el 

juez competente para el desarrollo del juicio oral, ello se inicia con el auto que fija fecha 

y hora para la audiencia de juicio oral, es decir, con la notificación de todas las partes 

procesales, el juicio oral se divide en tres etapas, siendo la primera, la instalación y/o 

apertura de juicio, la segunda etapa, es la etapa de actividad probatoria o periodo 

probatorio y por último, los alegatos finales y/o deliberación.  

2.6.1. Alegatos de apertura 

Luego de la acreditación de todas las partes procesales, se instala 

válidamente, la audiencia de juicio oral, para luego ceder el uso de la palabra en 

primero, al representante del Ministerio Publico, seguidamente, al abogado del 

imputado, tercero civil y actor civil, en esta etapa cada una de las partes procesales, 

según sea su interés expresa lo que a lo largo del desarrollo del juicio oral probará, 

al respecto, San Martín (2020) señala que: 

La finalidad de estos alegatos es introducir al tribunal y al público en los 

objetivos fundamentales que perseguirá la parte procesal concernida 

durante el juicio. También, sirve para hacerse cargo de las alegaciones de 

la contraparte y para esbozar las cuestiones jurídicas que resolución del 

caso son relevantes para la resolución del caso. (p.585) 

2.6.2. Actividad probatoria 

Posterior a los alegatos de apertura de las partes procesales, y el acusado 

no habiendo aceptado los hechos, se continúa con el juicio oral, iniciándose con 

la actuación probatoria, en primer orden, se inicia con la declaración del acusado, 
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de ser el caso, posteriormente, la declaración de testigos, examen a peritos y 

pruebas documentales, al respecto, San Martín (2020) señala que:  

El periodo probatorio es el periodo principal del juicio y del proceso 

penal en su conjunto. En tanto el tribunal solo puede fallar respecto del 

material probatorio actuado en su presencia y según las reglas del juicio 

—rigen primordialmente, los principios procesales de contradicción, 

igualdad de armas y acusatorio—, es imprescindible que la producción de 

la prueba tenga lugar bajo los principios procedimentales de inmediación, 

oralidad y publicidad, cuyo escenario único y propicio es la audiencia. Las 

reglas básicas están prescritas en el artículo 375 CPP. (p. 590) 

2.6.3. Alegatos finales 

Concluida la actividad probatoria, lo que corresponde es dar los alegatos 

finales que consiste en narrar de forma argumentada todo lo realizado en el juicio 

oral o actividad probatoria, en relación a ello, San Martín (2020) menciona: 

Tras la realización de la prueba, las partes, por su orden, expondrán oral y 

razonadamente sobre el resultado probatorio, según su punto de vista; al 

final de su exposición se fijarán y establecerán, definitivamente, sus 

pretensiones, trazadas provisionalmente alegatos preliminares o 

preparatorios (p.596). 

En resumen, en los alegatos finales, las partes intervinientes exponen el 

resumen de cada una de las actuaciones probatorias que se hayan desarrollado en 

el juicio oral, y será la última vez que se dirijan ante el juez porque se habría 

concluido con la actividad probatoria, pues lo que correspondería seria dar a 

conocer el adelanto de fallo o deliberación del caso.  
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CAPÍTULO III 

MATERIALES Y MÉTODOS 

3.1. ÁMBITO DE ESTUDIO 

Se encuentra conformado por el ordenamiento jurídico peruano, específicamente 

el Nuevo Código Procesal Penal, doctrina y jurisprudencia, en donde para sistematizarlo 

se recurrió a los libros y material bibliográfico disponible relacionado al agraviado y la 

etapa de juzgamiento el proceso penal, así como expedientes del Juzgado Penal 

Unipersonal de la sede de Cotabambas, de la Corte Superior de Justicia de Apurímac, que 

se encuentren en estado resuelto. 

3.2. MUESTRA 

Hernández (2014) refiere “que el tamaño de muestra común en estudios 

cualitativos, con un diseño de estudio de caso, el tamaño de muestra sugerido es de seis a 

diez” (p.385). 

Además, en los estudios cualitativos, el tamaño de la muestra no es importante 

desde una perspectiva probabilística, puesto que el interés del investigador no es 

generalizar los resultados de su estudio a una población más amplia, asimismo, se indica 

que los principales tipos de muestra dirigidas o no probabilística son las que se usan, 

comúnmente, en una investigación cualitativa. 

Para la selección de la muestra en la presente investigación,  Hernández (2014) 

señala que la muestra por conveniencia estará conformada por los casos disponibles a los 

cuales se tiene acceso, atendiendo que para el autor, la muestra sugerida es de seis a diez, 

en la presente investigación se optó por realizar diez entrevistas, a los abogados litigantes, 

es decir, por el extremo máximo sugerido por el autor; en cuanto al análisis de expedientes 
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se optó por considerar diez expedientes que han sido tramitados en el Juzgado Penal 

Unipersonal de la sede de Cotabambas, de la Corte Superior de Justicia de Apurímac, 

cantidad que también se encuentra en el extremo máximo recomendado por dicho autor. 

3.3. METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 

3.3.1. Enfoque 

El presente trabajo de investigación se realiza dentro de un enfoque 

cualitativo, al respecto, Hernández (2014), sostiene “la investigación cualitativa 

suministra profundidad a los datos, dispersión, riqueza interpretativa, 

contextualización del ambiente entorno, detalles y experiencias únicas. También 

aporta un punto de vista “fresco, natural y holístico” de los fenómenos, así como 

flexibilidad” (p.21). 

Asimismo, Ñaupas (2014) refiere que “el enfoque cualitativo, hace 

referencia a caracteres y atributos, esencia, totalidad y propiedades que podrían 

describir, comprender y explicar mejor los fenómenos, acontecimientos y acciones 

del grupo social o del ser humano” (p.98). 

En ese sentido, la investigación titulada: “La intervención del agraviado 

en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal”, tiene un enfoque 

cualitativo, en vista de que se pretende analizar, con qué atributos cuenta el 

agraviado en el desarrollo del juicio oral; asimismo, se pretende describir y 

comprender las acciones de un grupo de personas que tiene la calidad de agraviado 

en un proceso penal, en el Nuevo Código Procesal Penal, cuando se encuentra en 

la etapa de juzgamiento, así como, entender porque el agraviado no interviene en 

igualdad de condiciones que las demás partes procesales en el desarrollo del juicio 

oral. 
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3.3.2. Diseño de la investigación 

Carrasco (2006) refiere que “el diseño es un plan o sistema de 

procedimientos y técnicas que guían la formulación del problema, así como todas 

las operaciones tácticas para darle respuesta y verificar la hipótesis” (p.58). 

La presente investigación cuenta con un diseño de investigación de estudio 

de caso, el mismo que consiste en un proceso de investigación que se define por 

el examen detallado, comprensivo, sistemático y en profundidad, del caso objeto 

de estudio. (Pineda, 2017, p.27).  

Por otro lado, Monge (2011) señala: 

Es el estudio exclusivo de uno o muy pocos objetos, lo cual permite 

conocer en forma amplia y detallada los mismos. Consiste, por tanto, en 

estudiar cualquier unidad de un sistema, para estar en condiciones de 

conocer algunos problemas generales del mismo (p.102). 

En la presente investigación se optó por el diseño de estudio de caso, 

porque, el fenómeno de la intervención del agraviado en la etapa de juzgamiento 

en el Nuevo Código Procesal Penal, parte de los casos que han sido resueltos en 

el Juzgado Penal Unipersonal de la provincia de Cotabambas de la Corte Superior 

de Justicia de Apurímac para poder entender de forma general el mismo 

fenómeno, pues el Nuevo Código Procesal Penal, es de aplicación en todo el 

territorio peruano. 
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3.4. MÉTODO 

Para Carrasco (2006) “el método se emplea para realizar investigaciones 

científicas y constituye un sistema de procedimientos, técnicas, instrumentos, acciones 

estratégicas para resolver el problema de investigación” (p.269). 

Los métodos que se utilizaron en la investigación fueron el deductivo e inductivo, 

para al objetivo general y primer objetivo específico se utilizó el método deductivo, el 

cual consiste en el análisis de casos generales para llegar a una conclusión específica, 

considerando que el objetivo general tiene el propósito de analizar como interviene el 

agraviado en la etapa de juzgamiento, información que ha sido adquirida de abogados 

litigantes, quienes han patrocinado al agraviado cuando el proceso penal, se encuentra en 

la etapa de juzgamiento; por otra parte, el método inductivo fue aplicado al segundo 

objetivo específico que buscó analizar las características y conductas de un fenómeno 

particular, el mismo, que ha sido adquirido a través del estudio y análisis de expedientes 

resueltos en el Juzgado Penal Unipersonal de la sede de Cotabambas de la Corte Superior 

de Justicia de Apurímac.  

3.4.1. Técnica 

La técnica para Carrasco (2006) “es el conjunto de reglas y pautas que 

guían las actividades que realizan los investigadores en cada una de las etapas de 

la investigación científica” (p.274). 

Las técnicas que se han utilizado en la investigación fueron la entrevista y 

análisis documental. En cuanto a la entrevista, Rojas (2014) señala que “la 

entrevista se define como un encuentro el cual el entrevistador intenta obtener 

información, opiniones o creencias de una o varias personas” (p.91).  



63 
 

En la ejecución de la investigación se procedió a entrevistar a diez 

abogados litigantes, quienes proporcionaron información por intermedio de la 

entrevista, ya que ellos patrocinaron al agraviado en la etapa de juzgamiento, por 

lo tanto, conocen qué derechos han ejercido y de qué manera han intervenido en 

el desarrollo de la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para el segundo objetivo específico se utilizó la observación documental, 

la misma, que “consiste en la lectura de documentos, libros, revistas y periódicos, 

con respecto del fenómeno a estudiar” (Ñaupas, 2013, p. 207). 

Seguidamente se procedió a verificar diez expedientes resueltos, donde el 

agraviado estuvo presente en el desarrollo de la instalación del juicio oral, 

actuación probatoria y la etapa de deliberación, asimismo, el número de 

expedientes se encuentra en el extremo máximo de la muestra sugerida por el autor 

Hernández. 

3.4.2. Instrumento 

Para Carrasco (2006) “los instrumentos hacen posible recopilar datos que 

posteriormente serán procesados para convertirse en conocimientos verdaderos, 

con carácter riguroso y general” (p.334). 

Para la recolección de data del estudio se empleó la guía de entrevista, al 

respecto Ñaupas (2014), indica que “la guía de la entrevista, es el instrumento, la 

herramienta que sirve a la técnica de la entrevista, que consiste en una hoja simple 

impresa o no impresa, que contiene las preguntas a formular al entrevistado, en 

una secuencia determinada” (p.223).  Este instrumento se utilizó para el objetivo 

general y primer objetivo específico, la misma que ha sido dirigida a diez 
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abogados litigantes, quienes aportaron sobre el análisis de la intervención del 

agraviado en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para el segundo objetivo específico se empleó como instrumento la ficha 

de observación documental, Carrasco (2006) menciona que “la ficha de 

observación documental, se emplea para registrar datos que se generan como 

resultado del contacto directo entre el observador y la realidad que se observa” 

(p.313). En consecuencia, este instrumento consiste en la observación de 

expedientes resueltos en la cantidad de diez, número que se encuentra en el 

extremo máximo de la muestra sugerida por el autor Hernández, estos expedientes 

han sido tramitados en el Juzgado Penal Unipersonal de la sede de Cotabambas, 

de la Corte Superior de Justicia de Apurímac los cuales han sido seleccionados 

por conveniencia, pues según Hernández, esta muestra estaría conformada por la 

población a la que se tiene acceso, a fin de que, con el presente instrumento, se 

verifique si el agraviado asistió a la audiencia de juicio oral, si intervino o no en 

el desarrollo de la actividad probatoria y en la etapa de deliberación. 

Asimismo, para la confiabilidad de la información se ha utilizado un 

software de análisis de datos cualitativos denominado Atlas.ti, con la cual se va a 

extraer información que va a permitir facilitar la interpretación de los datos, como 

las diez entrevistas realizadas a los abogados conocedores del tema, que será 

utilizado para el desarrollo del objetivo general y primer objetivo específico. 
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

4.1. RESULTADOS 

En este capítulo se va presentar los resultados y se va debatir, en primer lugar, los 

objetivos específicos, posteriormente, el objetivo general, que han sido propuestos en la 

investigación, y para mayor desarrollo de la misma, se va a mostrar los resultados y la 

discusión por cada objetivo. 

De otro lado, los resultados de la investigación van a ser utilizados para tomar 

acciones con relación al problema que ocasiona, que el agraviado no intervenga en su 

defensa en el desarrollo de la etapa de juzgamiento, vulnerándose así principios y/o 

derechos del agraviado como parte en el proceso penal, en ese sentido, la finalidad de la 

investigación, son identificar los derechos vulnerados del agraviado en el desarrollo del 

juicio oral, además, con el presente trabajo, se pretende resaltar el principio de igualdad 

de armas, derecho de defensa, derecho de contradicción en el proceso penal y demás 

derechos y/o principios que deben ser ejercidos por el agraviado en su condición de sujeto 

procesal.  

Para iniciar con el análisis de los resultados, se reafirman los objetivos trazados 

en la presente investigación, la misma que tiene como objetivo general, a) Analizar como 

interviene el agraviado en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal, 

además, se tiene como objetivos específicos a) Identificar los derechos del agraviado que 

son ejercidos en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal y b) 

Determinar qué principios y/o derechos del agraviado se vulneran en la etapa de 

juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal.  
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4.1.1. Con relación al objetivo específico 1  

Identificar los derechos del agraviado que son ejercidos en la etapa de 

juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para este objetivo se aplicó la entrevista a diez abogados que ejercieron la 

defensa del agraviado en la etapa de juzgamiento, para el cual tendremos las 

siguientes interrogantes. 

Tabla 1  

Pregunta 01 ¿Ha realizado usted alegatos de apertura en el juicio oral? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No tengo dicho derecho por no haberme 

constituido en actor civil. 

Luis Alfredo Calderón Jara No.  

Sadam A. Betancur Ordoñez No, como abogado de la parte agraviada 

nunca se nos ha permitido realizar 

alegatos de apertura. 

José Rafael Ramos  Solo como agraviado no se realiza 

alegatos de apertura, pero si, cuando te 

constituyes en actor civil. 

Ana María Carpio Barbachan No, por cuanto no tiene la calidad de actor 

civil. 

Higidio Bolívar Arcos  No, porque el titular de la acción penal 

está legitimado para hacer alegatos de 

apertura. 

Cesar Holguino Huamanquispe No, nos permiten porque no estamos 

constituidos en actor civil. 

David Cuti Ñoñonca No puedes realizar alegatos de apertura 

por no haberte constituido en actor civil. 

Masías Noblega Palacios No, porque no estoy constituido en actor 

civil, solo lo hace el fiscal. 

Wilfredo Vargas Olivo No hice alegatos de apertura. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Descripcion. – Con las respuestas vertidas por los abogados entrevistados, 

en su totalidad, ellos refieren que no realizaron alegatos de apertura como 

abogados de la parte agraviada, el abogado Higidio Bolívar Arcos, a la 

interrogante refiere que no, porque, el titular de la acción penal está legitimado 

para hacer alegatos de apertura, cabe mencionar que, en efecto el representante 

del Ministerio Publico, actuaria en representación del agraviado, cuando por 

ejemplo, este realiza los alegatos de apertura y se pronuncia con respecto de la 

reparación civil; por otro lado, se tiene que la mayoría de los abogados 

entrevistados, refieren que no cuentan con el derecho de realizar los alegatos de 

apertura en la etapa de juzgamiento, debido a que, previamente no se 

constituyeron como actor civil, indicando además, que si no tienes la calidad de 

actor civil, no cuentas con derechos en el desarrollo del juicio oral; como se ha 

referido el artículo 104 del Código Procesal Penal, que indica que el actor civil, 

además de los derechos que se le reconocen al agraviado, está facultado para 

intervenir en el desarrollo del juicio oral, entendiéndose de ese modo que tiene 

participación activa en la etapa de juzgamiento, sin embargo, cabe precisarse que 

únicamente este debe de intervenir conforme a su pretensión, es decir, a la 

pretensión resarcitoria. 
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Tabla 2  

Pregunta 2.- ¿Ha ofrecido prueba nueva en la etapa de juicio oral? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No he presentado ninguna prueba nueva. 

por no haberme constituido en actor civil. 

Luis Alfredo Calderón Jara No.  

Sadam A. Betancur Ordoñez No he ofrecido.  

José Rafael Ramos  Solo como agraviado no, como actor civil 

sí. 

Ana María Carpio Barbachan No.  

Higidio Bolívar Arcos  No pude ofrecer porque no me constituido 

en actor civil. 

Cesar Holguino Huamanquispe No.  

David Cuti Ñoñonca No he podido ofrecer pruebas en juicio, 

por no haberme constituido en actor civil. 

Masías Noblega Palacios No solo lo hace el fiscal. 

Wilfredo Vargas Olivo Tampoco.  

Fuente: Elaboración propia. 

Descripcion. – Frente a esta interrogante, la totalidad de los entrevistados, 

refirieron que no pudieron ofrecer prueba nueva en el desarrollo de juicio oral, 

porque no están constituidos en actor civil. 
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Tabla 3  

Pregunta. - 3 ¿Ha realizado preguntas a los testigos o peritos en el juicio oral? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No he hecho pregunta a los testigos y 

peritos, por no haberme constituido en 

actor civil. 

Luis Alfredo Calderón Jara No.  

Sadam A. Betancur Ordoñez No he interrogado a testigos ni peritos. 

José Rafael Ramos  Solo como agraviado no, pero constituido 

en actor civil sí. 

Ana María Carpio Barbachan No.  

Higidio Bolívar Arcos  No, por no estar constituido en actor civil 

Cesar Holguino Huamanquispe No nos permite por no estar constituido en 

actor civil. 

David Cuti Ñoñonca No se puede preguntar el perito ni testigo 

por no estar constituido en actor civil. 

Masías Noblega Palacios No, solo lo hace el fiscal, me limita por no 

estar constituido en actor civil. 

Wilfredo Vargas Olivo Tampoco. 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripcion. – Frente a esta interrogante, totalidad de los entrevistados, 

refirieron que no pudieron ofrecer prueba nueva en el desarrollo de juicio oral, 

pues no están constituidos en actor civil. 
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Tabla 4  

Pregunta N° 4.- ¿Se ha pronunciado con respecto de la reparación civil? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No me pronunciado. 

Luis Alfredo Calderón Jara No.  

Sadam A. Betancur Ordoñez No he abordado el tema de la reparación 

civil. 

José Rafael Ramos  Solo como agraviado no, pero constituido 

en actor civil sí. 

Ana María Carpio Barbachan No.  

Higidio Bolívar Arcos  No, porque el representante del Ministerio 

Publico es el llamado por ley. 

Cesar Holguino Huamanquispe No tenemos derecho. 

David Cuti Ñoñonca No se puede. 

Masías Noblega Palacios No solo lo hace el fiscal. 

Wilfredo Vargas Olivo No me pronunciado con respecto de la 

reparación civil. 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripcion. – Frente a esta interrogante, totalidad de los entrevistados, 

refirieron que no lograron ofrecer prueba nueva en el desarrollo de juicio oral, 

pues no están constituidos en actor civil. 
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Tabla 5  

Pregunta N° 5.- ¿Ha realizado alegatos de clausura? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No he realizado alegatos de clausura. 

Luis Alfredo Calderón Jara No.  

Sadam A. Betancur Ordoñez No.  

José Rafael Ramos  Solo como agraviado no, pero 

constituido en actor civil sí. 

Ana María Carpio Barbachan No.  

Higidio Bolívar Arcos  No. 

Cesar Holguino Huamanquispe No tenemos derecho. 

David Cuti Ñoñonca No se puede 

Masías Noblega Palacios No, porque no me constituido en actor 

civil. 

Wilfredo Vargas Olivo No 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripcion. – Frente a esta interrogante, totalidad de los entrevistados, 

refirieron que no lograron ofrecer prueba nueva en el desarrollo de juicio oral, 

pues no están constituidos en actor civil. 
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Tabla 6  

Pregunta N° 6.- Desde su punto de vista, ¿con qué derechos debería de contar el 

agraviado y su defensa en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal 

Penal? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León El agraviado debe contar con los mismos 

derechos que el imputado. 

Luis Alfredo Calderón Jara Con el principio de igualdad, debido 

proceso, tutela jurisdiccional y derecho de 

defensa. 

Sadam A. Betancur Ordoñez El agraviado debería de contar con el 

derecho de ser escuchado, presentar 

pruebas con relación a la reparación civil. 

José Rafael Ramos  Con todos los derechos y deberes que 

cuenta el actor civil. 

Ana María Carpio Barbachan Con el derecho de intervenir en la etapa de 

juzgamiento, sin la necesidad de 

constituirse en actor civil. 

Higidio Bolívar Arcos  Con derecho de defensa, igualdad de 

armas, derecho de defensa y 

principalmente el derecho de 

contradicción. 

Cesar Holguino Huamanquispe Que tenga derecho de realizar los alegatos 

de apertura y objetar la reparación civil. 

David Cuti Ñoñonca Con derecho de igualdad de armas y 

debido proceso. 

Masías Noblega Palacios Con todos los derechos. 

Wilfredo Vargas Olivo Con los mismos derechos de intervención, 

hacer alegatos de apertura, interrogar 

testigos. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Descripción. – Frente a la interrogante, la mayoría de los abogados, 

entendidos en la materia, indicaron que el agraviado y su defensa deberá de tener 

los mismos derechos que el acusado, tal como ha sido mencionado por el abogado 

Waldo F. Flórez Ponce de León, quien hizo mención al principios del juicio oral, 

como el principio de contradicción, que resulta de gran importancia en el 

desarrollo del juicio oral, es decir, lo que produce y conduce a que se desarrolle 

una discusión, un debate entre las partes procesales y no únicamente se escuche a 

algunas de las partes, lo que afectaría también el derecho de defensa; asimismo, 

los entrevistados, mencionaron el principio de igualdad de armas, principio que 

no beneficia y perjudica a alguna de las partes procesales, debiendo en todo caso 

tener las mismas oportunidades y derechos. Los sujetos que intervienen en el 

desarrollo de juicio oral como el agraviado y su defensa, deberían tener los 

mismos derechos que el imputado y su defensa, es decir, tener derecho de realizar 

alegatos, interrogar a los órganos de prueba, ofrecer medios de prueba, así como 

de pronunciarse sobre la reparación civil. 

 

 

 

 

 

 

 



74 
 

Tabla 7  

Pregunta N° 7.- ¿Los derechos del agraviado que ha mencionado, se encuentran 

normativamente reconocidos? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No, para mi debe ser reconocido conforme 

a ley. 

Luis Alfredo Calderón Jara Sí, están reconocidos, pero no para el 

agraviado, para mi es una injusticia. 

Sadam A. Betancur Ordoñez No, están reconocidos. 

José Rafael Ramos  No, los derechos del agraviado son muy 

restringido para el agraviado en 

comparación con el actor civil. 

Ana María Carpio Barbachan Sí, pero no para el agraviado. 

Higidio Bolívar Arcos  Sí, pero no para el agraviado. 

Cesar Holguino Huamanquispe No.  

David Cuti Ñoñonca Normativamente no están reconocidos. 

Masías Noblega Palacios No, lamentablemente. 

Wilfredo Vargas Olivo No se encuentran reconocidos. 

  

Fuente: Elaboración propia. 

Descripcion. – Frente a la pregunta, existen dos posiciones, la primera, 

refiere que los derechos no se encontrarían reconocidos y la segunda, refieren que, 

si se encontraría reconocidos los derechos mencionados líneas arriba, pero no para 

el agraviado. Al respecto, los entrevistados refieren que los principios del derecho 

procesal penal, son conceptos y valores que fundamentan al derecho, además de 

ello, guían el progreso del juicio oral y la actuación de quienes intervienen en su 

desarrollo, por tanto, resultan ser de carácter general y no únicamente dirigidas a 

algunos sujetos procesales. 
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Además, los datos que se obtuvieron, también fueron trasladados al 

software ATLAS.ti, el cual permitió identificar los conceptos más relevantes, con 

los que se generaron redes semánticas, como resultados estructurados del objetivo. 

Figura 1  

Resultados de la red semántica de identificación de derechos del agraviado en 

juicio oral 

 
Fuente: Elaboración propia mediante ATLAS.ti 

Por ello, los principios generales del derecho, así como los principios que 

rigen el proceso penal, los mismos que se encuentran detallados en el Título 

Preliminar del Código Procesal Penal son de aplicación general para los sujetos 

procesales, especialmente, si se trata del Ministerio Público, acusado, agraviado y 

sus respectivas defensas técnicas. 

Por lo que, el principio de igualdad de armas, debido proceso, tutela 

jurisdiccional, derecho de defensa, contradicción y demás principios y/o derechos 

que han sido mencionado por los abogados entrevistados, si se encuentran 

reconocidos por la norma procesal, el dilema es que dichos principios y/o derechos 
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parecieran no amparar al agraviado, quien resulta ser el directo perjudicado por el 

delito. 

4.1.2. Con relación al objetivo específico 2.  

Determinar qué principios y/o derechos del agraviado se vulneran en la 

etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para el desarrollo de este objetivo específico se empleó el instrumento de 

ficha de análisis documental, consistente en el análisis de expedientes o casos, que 

se encuentran en la etapa de juzgamiento los cuales ya han sido resueltos, con la 

finalidad de evidenciar conforme al análisis de los expedientes si el agraviado 

participo en el desarrollo del juicio oral. 
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Tabla 8  

Ficha de observación documental del expediente 1 

N° DE EXPEDIENTE N° 00040-2018-19-0307-JR-PE-

01 – JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: 

FALSIFICACIÓN DE 

DOCUMENTOS  

ACUSADO: APOLINAR PUMA NÚÑEZ, 

CATALINA PUMA NUÑEZ y DEDICACIÓN 

MALLCO CCASANI 

AGRAVIADO: CELSO 

SILVA CHUMBES 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Se tiene que los acusados 

falsificaron la memoria 

testamentaria de fecha 12 de 

junio del 2003, hecho por los 

cuales, el Ministerio Público, 

presenta requerimiento 

acusatorio, solicitando tres 

años de pena privativa de 

libertad, así como el pago de la 

reparación civil por el monto 

de s/10.000.00 soles; durante el 

juicio oral, las partes 

procesales expusieron sus 

alegatos de apertura, se 

actuaron pruebas 

testimoniales, periciales y 

documentales y por último se 

procedió a ejercer el derecho 

de autodefensa del acusado, 

para posteriormente realizar 

los alegatos de clausura, por 

último la lectura de sentencia.  

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió absolver de 

culpa y pena, así como 

del pago de la reparación 

civil, a los acusados 

Apolinar Puma Núñez, 

Catalina Puma Núñez y 

Dedicación Mallco 

Ccasani, por no haberse 

demostrado con prueba 

suficiente que los tres 

imputados hayan 

falsificado la memoria 

testamentaria de fecha 

12 de junio del 2023. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 31 de octubre del 

2023, cabe resaltar que el 

agraviado Celso Silva 

Chumbes, asistió a la 

audiencia conjuntamente 

con el abogado, Jhonatan 

Delgado Peña, con 

registro N° 7645, así 

mismo, cabe resaltar que 

el letrado no realizo 

alegatos de apertura, no 

participó en la actividad 

probatorio, ni realizó 

alegatos de clausura, 

esto conforme al 

expediente revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la observación del presente expediente, se puede verificar 

que el agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la 

audiencia de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debates, no les 

cedió el uso de la palabra durante el desarrollo de las audiencias, esto se aprecia 

en las actas de audiencias, observándose, únicamente, las actuaciones e 

intervenciones del Ministerio Público y abogado del acusado.  
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Tabla 9  

Ficha de observación documental del expediente 2 

N° DE EXPEDIENTE N° 00541-2021-14-0307-JR-PE-

01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: 

USURPACIÓN – 

DESPOJO DE LA 

POSESIÓN 

ACUSADA: GEORGINA HUAMANI ZANALEA 

 

AGRAVIADO: 

MARITZA QUISPE 

CONDORI 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Que, el 20 de junio del 2019, 

la acusada, aprovechando la 

confianza y buena fe del 

agraviado, logró despojar 

parcialmente de la posesión 

mediata del predio al 

agraviado, para lo que 

destruyó el cerco rústico 

construido por el agraviado y 

en su lugar construyó un muro 

de adobe y con espinas, 

aproximadamente, de dos 

metros, por lo que se solicita 

dos años de pena privativa de 

libertad y el pago de la 

reparación civil por el monto 

de s/4.000.00 soles. 

En el presente juicio oral, 

luego de la actuación 

probatoria, el juez resolvió 

absolver de culpa y pena, 

así como del pago de la 

reparación civil a la 

acusada, por no haberse 

acreditado con pruebas 

suficientes que la 

agraviada habría realizado 

dichos actos de despojo de 

la posesión. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 08 de noviembre 

del 2022, cabe resaltar 

que la agraviada Maritza 

Quispe Condori, asistió a 

la audiencia, 

conjuntamente, con el 

abogado Waldo F. Flórez 

Ponce de León, con 

registro N° 957, 

asimismo, cabe resaltar 

que el letrado no realizó 

alegatos de apertura, no 

participó en la actividad 

probatorio, ni realizó 

alegatos de clausura, esto 

conforme al expediente 

revisado. 
Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la observación del expediente, se puede verificar que el 

agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 

la palabra, durante el desarrollo de las audiencias, conforme se verifica en las actas 

de audiencias, observándose únicamente, las actuaciones e intervenciones del 

Ministerio Público y abogado del acusado.  
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Tabla 10  

Ficha de observación documental del expediente 3 

N° DE EXPEDIENTE N° 00140-2017-1-0307-JR-PE-

01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: ESTAFA 

GENÉRICA 

ACUSADO: JAVIER ZÚÑIGA ARIAS 

 

AGRAVIADO: 

GILBER MENDOZA 

ARREDONDO 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Se tiene que el acusado habría 

estafado al agraviado 

induciéndolo al error, para 

que este entregue la suma de 

s/ 40.000.00 para la venta de 

mineral, bajo el pretexto que 

cuando se venda el mineral, le 

devolvería el dinero, hecho 

por el cual el Ministerio 

Público, solicitó dos años y 

ocho meses de pena privativa 

de libertad, así como la 

devolución del monto de 

s/30.000.00 y el pago de la 

reparación civil de 

s/5.000.00. 

En el presente juicio oral, 

luego de la actuación 

probatoria, el juez resolvió 

condenar al acusado a dos 

años y ocho meses de pena 

privativa de libertad de 

carácter suspendida, así 

como el pago de la 

reparación civil por el 

monto de s/19.000.00. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 19 de abril del 

2023, cabe resaltar que el 

agraviado Gilbert 

Mendoza Arredondo, 

asistió a la audiencia, 

conjuntamente, con el 

abogado Julio Mendoza 

Muelle, con registro N° 

1831, asimismo, cabe 

resaltar que el letrado no 

realizó alegatos de 

apertura, no participó en 

la actividad probatorio, 

ni realizó alegatos de 

clausura, esto conforme 

al expediente revisado. 
Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En esta ficha de observación se puede verificar que el 

agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 

la palabra, durante el desarrollo de las audiencias, conforme se ha podido verificar 

de las actas de audiencias, observándose, únicamente, las actuaciones e 

intervenciones del Ministerio Público y abogado del acusado.  
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Tabla 11  

Ficha de observación documental del expediente 4 

N° DE EXPEDIENTE N° 00146-2019-98-0307-JR-PE-

01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: 

FALSIFICACIÓN DE 

DOCUMENTO 

PÚBLICO 

ACUSADA: BERTA CASTILLO HUAMANZANA 

 

AGRAVIADO: 

ILIANA ABARCA 

QUISPE 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Se tiene que la acusada habría 

falsificado y utilizado un 

documento denominado 

testamento de anticipo de 

terreno de fecha 20 de 

diciembre de 1960, el mismo 

que, además, habría 

presentado en un proceso 

civil de interdicto de recobrar, 

por lo que el Ministerio 

Público, solicitó dos años y 

cuatro meses de pena 

privativa de libertad, la pena 

de multa de 180 días multa y 

el pago de la reparación civil 

por el monto de s/2.000.00. 

En el presente juicio oral, 

luego de la actuación 

probatoria, el juez resolvió 

absolver de culpa y pena, 

así como del pago de la 

reparación civil a la 

acusada Berta Castillo 

Huamanzana, como autora 

del delito de falsificación 

de documento público, por 

no haberse probado que la 

acusada haya fabricado el 

documento falso y lo haya 

introducido al tráfico 

jurídico. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 16 de julio de 

2024, cabe resaltar que la 

agraviada Iliana Abarca 

Quispe, asistió a la 

audiencia conjuntamente 

con el abogado Luis 

Calderón Jara, con 

registro N° 2568, así 

mismo, cabe resaltar que 

el letrado no realizó 

alegatos de apertura, no 

participó en la actividad 

probatorio, ni realizó 

alegatos de clausura, 

esto conforme al 

expediente revisado. 
Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la ficha de observación del expediente, se puede verificar 

que el agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la 

audiencia de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió 

el uso de la palabra, durante el desarrollo de las audiencias, como consta en las 

actas de audiencias, observándose únicamente, las actuaciones e intervenciones 

del Ministerio Publico y abogado del acusado.  
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Tabla 12  

Ficha de observación documental del expediente 5 

N° DE EXPEDIENTE N° 00523-2022-43-0307-JR-PE-

01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: ACOSO 

ACUSADA: ZAIDA DOMINGUEZ APAZA DE 

ESCUDERO 

 

AGRAVIADA: SONIA 

GUZMÁN ZEGARRA 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Se tiene que en fecha 20 de 

agosto 2020 de agraviada 

habría sido víctima de acoso 

por parte de la acusada, 

cuando esta quiso mantener 

contacto con la agraviada sin 

su consentimiento, al 

escribirle mensajes de 

WhatsApp para 

posteriormente ir al domicilio 

de la agraviada para decirle 

que no le tiene miedo, así 

como de mandar a terceros 

para que la estén vigilando en 

su centro de trabajo, por lo 

que el Ministerio Público, 

solicitó un año de pena 

privativa de libertad, así como 

la pena de sesenta días de 

multa y el pago de la 

reparación civil por el monto 

de s/2.000.00 soles. 

En el presente juicio oral, 

luego de la actuación 

probatoria, el juez resolvió 

absolver de culpa y pena, 

así como del pago de la 

reparación civil a la 

acusada Zaida Domínguez 

de Apaza de Escudero, 

pues la acción no se 

adecua perfectamente el 

tipo penal de acoso. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 25 de junio de 

2024, cabe resaltar que la 

agraviada Sonia Guzmán 

Zegarra, asistió a la 

audiencia, 

conjuntamente, con el 

abogado Wilfredo 

Vargas Olivo, con 

registro N° 2167, así 

mismo, cabe resaltar que 

el letrado no realizó 

alegatos de apertura, ni 

participó en la actividad 

probatorio, tampoco 

realizó alegatos de 

clausura, esto conforme 

al expediente revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la ficha de observación expediente, se puede verificar que 

el agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 

la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se ha constatado en 

las actas de audiencias, observándose únicamente, las actuaciones e 

intervenciones del Ministerio Público y abogado del acusado.  
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Tabla 13  

Ficha de observación documental del expediente 6 

N° DE EXPEDIENTE N° 00585-2021-10-0307-JR-

PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: 

USURPACIÓN 

AGRAVIADA 
ACUSADO: RONALD LUJAN ALEJANDRO, 

REYNALDO LUJAN ALEJANDRO Y ORFELINA 

LUJAN ALEJANDRO 

 

AGRAVIADO: 

ANTONIO TORRES 

HUACHO y 

MARTINA PALMA 

QUISPE 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Se acusó a Reynaldo Lujan 

Alejandro y Orfelina Lujan 

Alejandro, el 10 de diciembre 

del 2020, a horas de 06:30, 

aproximadamente, cuando los 

acusados se encontraban en la 

localidad de Tambobamba, 

previa planificación conjunta y 

distribución de roles con 

conocimiento y voluntad 

turbaron, perturbaron y 

alteraron la pacífica posesión 

ejercida por los agraviados, 

haciendo uso de la violencia 

sobre las cosas, para cuyo 

efecto destrozaron la casa de 

calamina de los agraviados, así 

como los materiales de 

construcción y utensilios de 

cocina que tenían en el interior 

de la vivienda, los denunciados 

sembraron diez plantaciones de 

lúcuma, para luego de ello 

retirarse por lo que se solicita 

siete años y cuatro meses de 

pena privativa de libertad de 

carácter efectiva para cada uno 

de los acusados y el pago de la 

reparación civil por el monto de 

s/3.500.00 que los acusados 

deberán  de  

pagar de forma solidaria 

En el presente juicio oral, 

luego de la actuación 

probatoria, el juez resolvió 

absolver de culpa y pena, 

así como del pago de la 

reparación civil a los 

acusados Ronald Lujan 

Alejandro, Reynaldo Lujan 

Alejandro y Orfelina Lujan 

Alejandro, debido a que los 

testigos que fueron a 

declarar en el presente 

juicio oral, ninguno de 

ellos presencio los hechos 

de materia de imputación. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral 

fue el 01 de julio de 

2024, cabe resaltar que 

los agraviados Antonio 

Torres Huacho y 

Martina Palma Quispe, 

asistieron a la 

audiencia 

conjuntamente con el 

abogado Wilfredo 

Vargas Olivo, con 

registro N° 2167, así 

mismo, cabe resaltar 

que el letrado no 

realizó alegatos de 

apertura, no participó 

en la actividad 

probatoria, ni realizó 

alegatos de clausura, 

tampoco se pronunció 

con respecto de la 

reparación civil, esto 

conforme al expediente 

revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la ficha de observación expediente, se puede verificar que 

el agraviado, conjuntamente, con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 
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la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se ha constató en las 

actas de audiencias, observándose únicamente, las actuaciones e intervenciones 

del Ministerio Público y abogado del acusado.  

Tabla 14  

Ficha de observación documental del expediente 7 

N° DE EXPEDIENTE N° 00568-2023-99-0307-

JR-PE-01 - JUZGADO PENAL 

UNIPERSONAL DE COTABAMBAS 

DELITO: 

INCUMPLIMIENTO 

DE OBLIGACIÓN 

ALIMENTARIA 

ACUSADO: CAMILO HUANCA MINAYA 

 

AGRAVIADO: José 

Raúl Huanca Mercedes 

representado por Ledy 

Jany Mercedes Arcos 

(progenitora) 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Refiere que conforme al 

requerimiento fiscal se acusa 

a Huberth Orihuela Bolívar, 

el hecho de haber incumplido 

con su obligación 

alimentaria de s/ 300.00 a 

favor del agraviado, 

aprobándose la liquidación 

correspondiente al periodo 

de diciembre de 2016 y a 

abril de 2023, haciendo la 

suma de s/ 23,654.99, monto 

que fue requerido al acusado, 

bajo apercibimiento, 

incurriendo en el delito de 

incumplimiento de 

obligación alimentaria 

previsto y sancionado en el 

artículo 149 del Código 

Penal, por lo que se solicita 

un año y seis meses de pena 

privativa de libertad de 

carácter suspendida y la 

reparación civil por el monto 

de s/1000.00  sin perjuicio 

del pago de los alimentos 

devengados por la suma de s/ 

23,654.99 a favor del 

agraviado. 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió condenar 

al acusado por el delito 

de incumplimiento de 

obligación alimentaria, 

ordenándose, el pago de 

la reparación civil, sin 

perjuicio del pago de los 

alimentos devengados. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral fue 

el 12 de agosto de 2024, 

cabe resaltar que la 

representante del agraviado, 

asistió a la audiencia 

conjuntamente con el 

abogado Felipe Jesús 

Carpio Ramos, con registro 

N° 932, asimismo, cabe 

resaltar que el letrado no 

realizó alegatos de apertura, 

no participó en la actividad 

probatoria, ni realizó 

alegatos de clausura, 

tampoco se pronunció con 

respecto de la reparación 

civil, esto conforme al 

expediente revisado. 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia. 
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Desarrollo. – En la ficha de observación expediente, se puede verificar que 

el agraviado conjuntamente con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 

la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se constató en las actas 

de audiencias, observándose, únicamente, las actuaciones e intervenciones del 

Ministerio Público y abogado del acusado.  

Tabla 15  

Ficha de observación documental del expediente 8 

N° DE EXPEDIENTE N° 00345-2019-26-0307-JR-PE-
01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 
COTABAMBAS 

DELITO: 
USURPACION 
AGRAVADA 

ACUSADOS: CELESTINO CARPIO SOLLASI, 
GREGORIO NICOLÁS HUILLCA CHALCO, 
LEONARDO SULLASI HUAYHUA, HIPOLITO 
LIMA CUEVA y ROSARIO HUAMANI PILLPINTO 

AGRAVIADO: 
ROLANDO 
EMETERIO AVILÉS 
SEQUEIROS. 

RESUMEN DEL 
CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

El 30 de marzo del 2019, los 
acusados en compañía de 20 
personas ingresaron al predio 
materia de litis realizando cerco 
en vivo en tres partes en línea 
recta, donde se encontraban los 
ganados vacunos del agraviado 
los que fueron espantados, 
aprovechando que los agraviados 
se encontraban en otra actividad, 
además, realizaron la remoción 
del terreno a modo de zanjas, 
luego agredieron de forma física 
por parte de la denunciada 
Rosalía Huamán Pilpinto y 
recibieron amenazas de muerte 
por parte de los demás acusados, 
configurándose el delito de 
usurpación agravada, por lo que 
se solicita cinco años de pena 
privativa de libertad de carácter 
efectiva, para cada uno de los 
acusados, así como el pago de la 
reparación civil de s/ 5.000.00 
que los acusados deberán de 
pagar de forma solidaria a favor 
del agraviado 

En el presente juicio 
oral, luego de la 
actuación probatoria, el 
juez resolvió condenar 
a los acusados, a cinco 
años de pena privativa 
de libertad de carácter 
suspendida, así como al 
pago de la reparación 
civil por el monto de 
s/5.000.00 soles, 
además, ordenó la 
restitución del bien 
inmueble. 

La instalación de la 
audiencia de juicio oral 
fue el 10 de setiembre del 
2024, cabe resaltar que la 
representante del 
agraviado, asistió a la 
audiencia, 
conjuntamente, con el 
abogado Guido Urquizo 
Cruz, con registro N° 
33143314, asimismo, 
cabe resaltar que el 
letrado no realizó 
alegatos de apertura, no 
participó en la actividad 
probatoria, ni realizó 
alegatos de clausura, 
tampoco se pronunció 
con respecto de la 
reparación civil, esto 
conforme al expediente 
revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Desarrollo. – En la ficha de observación del expediente, se puede verificar 

que el agraviado conjuntamente con su abogado defensor, concurrieron a la 

audiencia de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió 

el uso de la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se constató 

en las actas de audiencias, observándose, únicamente, las actuaciones e 

intervenciones del Ministerio Público y abogado del acusado.  

Tabla 16  

Ficha de observación documental del expediente 9 

N° DE EXPEDIENTE N° 00463-2023-51-0307-
JR-PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
DE COTABAMBAS 

DELITO: Hurto Agravado 

ACUSADO: WILSON MARTÍNEZ HUAMAN 
 

AGRAVIADO: JHON 
JAMES VILLADOMA 
COAQUIRA 

RESUMEN DEL 
CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Refiere que conforme al 
requerimiento fiscal se 
acusa a Wilson Martínez 
Huamán, el hecho 
corresponde al 19 de 
diciembre del 2022, el 
acusado se apersonó de 
forma voluntaria al a la 
dependencia policial 
presentándose como 
autor del delito de hurto, 
con respecto a los hechos 
ocurridos, el 19 de 
noviembre del 2022, 
mencionando acusado 
habría realizado dichos 
actos por encontrarse en 
estado de ebriedad y por 
equivocación, ya que 
años atrás su ex 
conviviente trabajaba en 
dicho hospedaje, 
configurándose el delito 
de hurto agraviado, por 
lo que se solicita cuatro 
años de pena privativa de 
libertad y el pago de 
s/.4,800.00, conforme 
se registra en audio. 

En el presente juicio 
oral, luego de la 
actuación probatoria, el 
juez resolvió condenar a 
Wilson Martínez 
Huamán, como autor del 
delito contra el 
patrimonio, en la 
modalidad de Hurto, 
subtipo Hurto Agravado 
en agravio de Jhon James 
Villadoma Coaquira, 
sentenciándolo a cuatro 
años de pena privativa de 
libertad de carácter 
suspendida, así como el 
pago de la reparación 
civil por el monto de s/ 
4,800.00 a favor del 
agraviado. 

La instalación de la audiencia 
de juicio oral fue el 16 de 
octubre del 2024, cabe resaltar 
que el agraviado, asistió a la 
audiencia, conjuntamente, con 
el abogado Octavio Reyes 
Carcausto alemán, con 
registro N° 1678, asimismo, 
cabe resaltar que el letrado no 
realizó alegatos de apertura, 
no participó en la actividad 
probatoria, ni realizó alegatos 
de clausura, tampoco se 
pronunció con respecto de la 
reparación civil, esto 
conforme al expediente 
revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Desarrollo. – En la ficha de observación del expediente, se puede verificar 

que el agraviado conjuntamente con su abogado defensor, concurrieron a la 

audiencia de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió 

el uso de la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se constató 

en las actas de audiencias, observándose solo las actuaciones e intervenciones del 

Ministerio Publico y abogado del acusado.  
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Tabla 17  

Ficha de observación documental del expediente 10 

 

N° DE EXPEDIENTE N° 00671-2022-72-0307-JR-

PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: LESIONES 

LESVES 

ACUSADA: NELY QUISPE ROQUE 

 
AGRAVIADA: 

SANTUSA ASTO 

MOREANO 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 
CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Que en fecha 16 de 

noviembre del 2022, 

cuando la agraviada se 

dirigió hasta sus 

animales, donde la 

persona de Nely Quispe 

Roque quien la alcanzo y 

comenzó una trifulca con 

agresiones físicas, la 

acusada golpeó con 

objeto contundente 

(piedra) en la parte de la 

cara cerca a la vista y 

también con mayor 

contundencia en la nariz, 

de donde comenzó a 

sangrar profusamente, la 

agraviada perdió el 

conocimiento y quedó 

tirada en el piso, estos 

hechos han merecido que 

la agraviada obtenga 05 

días de atención 

facultativa y 15 días de 

incapacidad médico 

legal, por lo que se 

solicita dos años y ocho 

meses de pena privativa 

de libertad, así como el 

pago de la reparación 

civil por el monto de s/ 

2,242.00. 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió absolver 

de culpa y pena, así 

como del pago de la 

reparación civil a la 

acusada Nely Quispe 

Roque, como presunta 

autora del delito contra 

la vida el cuerpo y la 

salud en la modalidad de 

lesiones, subtipo, 

lesiones Leves, en 

agravio de Santusa Asto 

Moreano. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral fue 

el 08 de julio del 2024, 

cabe resaltar que la 

agraviada, asistió a la 

audiencia, conjuntamente, 

con el abogado Rodolfo 

Aníbal Calderón Jara, con 

registro N° 1158, 

asimismo, cabe resaltar que 

el letrado no realizó 

alegatos de apertura, no 

participo en la actividad 

probatoria, ni realizó 

alegatos de clausura, 

tampoco se pronunció con 

respecto de la reparación 

civil, esto conforme al 

expediente revisado. 

Fuente: Elaboración propia. 

Desarrollo. – En la ficha de observación expediente, se puede verificar que 

el agraviado conjuntamente con su abogado defensor, concurrieron a la audiencia 

de instalación de juicio oral, sin embargo, el juez de debate, no les cedió el uso de 
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la palabra durante el desarrollo de las audiencias, conforme se constató en las actas 

de audiencias, observándose solo las actuaciones e intervenciones del Ministerio 

Publico y abogado del acusado.  

4.1.3. Con relación al objetivo general. 

Analizar como interviene el agraviado en la etapa de juzgamiento en el 

Nuevo Código Procesal Penal. 

En este punto, se analiza cómo es la intervención del agraviado, es decir, 

como es que este se manifiesta en el desarrollo de la etapa de juzgamiento en el 

Nuevo Código Procesal Penal, para ello se va a detallar los resultados obtenidos 

con objetividad de las diez entrevistas realizadas a abogados litigantes 

conocedores del tema. 

Para el presente eje, se tiene las siguientes interrogantes que se hizo a los 

abogados conocedores del tema. 
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Tabla 18  

Pregunta N° 01 ¿Usted, en el ejercicio de la abogacía, alguna vez ha 

patrocinado a un agraviado en la etapa de juzgamiento en un proceso penal? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León Sí, he participado en varias oportunidades. 

Luis Alfredo Calderón Jara Sí, en muchos casos y a la fecha también. 

Sadam A. Betancur Ordoñez Sí, he patrocinado a agraviados en 

diversas etapas del proceso, incluyendo la 

etapa de juzgamiento. 

José Rafael Ramos  Por supuesto que sí. 

Ana María Carpio Barbachan Sí, en varias oportunidades. 

Higidio Bolívar Arcos  Sí, he patrocinado en muchas 

oportunidades. 

Cesar Holguino Huamanquispe Sí, en muchas oportunidades  

David Cuti Ñoñonca Sí, en varias oportunidades 

Masías Noblega Palacios Sí, en algunas oportunidades 

Wilfredo Vargas Olivo Sí, he patrocinado. 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripción. – De la primera pregunta realizada a los diez abogados, todos 

los entrevistados, en alguna oportunidad han patrocinado a un agraviado en la 

etapa de juzgamiento, además, la respuesta del abogado Sadam Aníbal Betancur 

Ordoñez,  refirió que no solamente habría patrocinado a algún agraviado en la 

etapa de juzgamiento, sino también, en otras etapas del proceso penal, entiéndase 

a la etapa de investigación preparatoria y la etapa intermedia; dado que en su 

totalidad, los entrevistados en alguna oportunidad si han patrocinado a un 

agraviado en la etapa de juzgamiento, pues no existe ningún artículo del Código 

Procesal Penal que limite que el agraviado pueda ser asistido por un abogado, 

tanto más, que el articulo IX (numeral 3) del Título Preliminar del Código Procesal 



90 
 

Penal, refiere que se garantiza el derecho de información y participación procesal 

de la persona agraviada o perjudicada por el delito.   

Tabla 19  

Pregunta 2.- ¿Cree usted qué el agraviado hace los esfuerzos necesarios para 

coadyuvar en el proceso penal? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León Sí, porque presenta pruebas orales, 

documentales y otros. 

Luis Alfredo Calderón Jara Sí, en aras de conseguir justicia. 

Sadam A. Betancur Ordoñez En nuestra experiencia ha habido casos 

donde los agraviados están dispuestos a 

colaborar, pero a veces se enfrentan a 

obstáculos a falta de apoyo legal. 

José Rafael Ramos  Por supuesto que sí. 

Ana María Carpio Barbachan Sí, en el afán de buscar justicia, realizan lo 

necesario para ser resarcidos. 

Higidio Bolívar Arcos  Sí, hace los esfuerzos necesarios, como 

por ejemplo la ubicación de testigos. 

Cesar Holguino Huamanquispe En la mayoría de los casos. 

David Cuti Ñoñonca Sí, en presentar testigos, pruebas 

documentales, pruebas de parte y su 

constitución en actor civil. 

Masías Noblega Palacios Efectivamente, tratan de coadyuvar para 

un mejor resultado del proceso. 

Wilfredo Vargas Olivo Sí, en cuanto a la concurrencia de testigos 

y pruebas documentales. 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripción. – Frente a la interrogante, los diez abogados entrevistados, 

consideran que efectivamente, los agraviados como tal, coadyuvan o hacen los 

esfuerzos dentro de sus posibilidades de poder contribuir con el proceso penal, 
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como ha referido el abogado Sadam Aníbal Betancur Ordoñez, existen agraviados 

dispuestos a contribuir en el proceso penal, pero  a veces se enfrentan a obstáculos 

por falta de asistencia legal; de otro lado, se ha expresado que los agraviados 

interesados en su proceso, coadyuvan con el ofrecimiento de pruebas 

documentales y testimoniales, ello quizá desde la etapa de investigación 

preparatoria, momento en el que el representante del Ministerio Público, dispone 

la realización de actos de investigación para el esclarecimiento de los hechos, sin 

embargo, también se debe de tomar en cuenta, que en la etapa de juzgamiento se 

da la oportunidad de ofrecimiento de pruebas, debiendo ser esta, una prueba 

nueva, es decir, una prueba que se haya obtenido con posterioridad a la audiencia 

de control de acusación, conforme lo refiere el artículo 373, al señalar (en numeral 

1) “Culminado el trámite anterior, si se dispone la continuación del juicio, las 

partes pueden ofrecer nuevos medios de prueba. Solo se admitirán aquellos que 

las partes han tenido conocimiento con posterioridad a la audiencia de control de 

la acusación”, haciendo referencia que las partes procesales si pueden ofrecer 

pruebas nuevas en la etapa de juzgamiento. 

Asimismo, el artículo 385 del Código Procesal Penal, refiere que el juez 

penal, excepcionalmente, una vez culminada la recepción de las pruebas, podrá 

disponer de oficio o por pedido de parte, la actuación de nuevos medios 

probatorios si en el curso del debate resultasen indispensables o manifiestamente 

útiles para esclarecer la verdad. El juez penal cuidará de no reemplazar por este 

medio la actuación propia de las partes.  De igual modo se tiene otra oportunidad 

en la que las partes procesales pueden ofrecer medios de prueba, para el 

esclarecimiento del caso. 
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Como es de verse, normativamente si es posible, el ofrecimiento de 

pruebas, ya sea documentales, testimoniales, periciales y/o materiales, cuando se 

encuentren en la etapa de juzgamiento, ello con el fin de obtener justicia, conforme 

la abogada Ana María Carpio Barbachan que refirió que los agraviados si hacen 

los esfuerzos necesarios en el afán de buscar justicia, realizan lo necesario para 

ser resarcidos. 

Tabla 20  

Pregunta 03 ¿Ha asistido usted a la audiencia de instalación de juicio oral? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León Sí, en varias oportunidades en el juzgado 

unipersonal. 

Luis Alfredo Calderón Jara Sí, en varias ocasiones. 

Sadam A. Betancur Ordoñez Sí, he asistido a audiencias de instalación 

de juicio oral. 

José Rafael Ramos  Claro que sí. 

Ana María Carpio Barbachan Sí, en varias oportunidades. 

Higidio Bolívar Arcos  Sí, he asistido en muchas oportunidades. 

Cesar Holguino Huamanquispe Sí, en todas. 

David Cuti Ñoñonca Sí. 

Masías Noblega Palacios Sí, aun no habiéndome constituido en 

actor civil. 

Wilfredo Vargas Olivo Sí, he asistido. 

Fuente: Elaboración propia. 

Descripción. -  Frente a la interrogante, los abogados entrevistados, han 

referido que si han asistido a la audiencia de instalación de juicio oral, su asistencia 

es debido a tres posibilidades, la primera, que hayan sido notificados con la 

resolución que cita a la audiencia de juicio oral o de juicio inmediato de ser el 

caso, por haberse apersonado al expediente inclusive desde anteriores etapas 
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procesales, la segunda posibilidad, es que hayan contratado sus servicios 

particulares de los abogados, momentos antes de la realización de la audiencia de 

instalación de juicio oral, y la tercera posibilidad, es que se trate de una defensa 

publica, como es el caso real de la abogada Ana María Carpio Barbachan, quien 

pertenece al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, laborando como 

defensora pública  en el área de víctimas,  conforme a referido en el instrumento 

de guía de entrevista, insertando además, su firma y sello institucional. 

Tabla 21  

Pregunta 04 ¿Su patrocinado o agraviado ha sido escuchado por el juez? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No ha sido escuchado por el juez, por no 

haberse constituido en actor civil. 

Luis Alfredo Calderón Jara Sí, por estar constituido en actor civil, de 

no estar constituido en actor civil no. 

Sadam A. Betancur Ordoñez Generalmente, los jueces no permiten que 

los agraviados sean escuchados, 

especialmente si no se han constituido en 

actor civil. 

José Rafael Ramos  Claro que sí. 

Ana María Carpio Barbachan Si no se ha constituido en actor civil en la 

mayoría de audiencias no permite su 

intervención como agraviado. 

Higidio Bolívar Arcos  Sí, en algunas oportunidades. 

Cesar Holguino Huamanquispe No, en la mayoría de los casos. 

David Cuti Ñoñonca No ha sido escuchado por el juez. 

Masías Noblega Palacios No tanto, solo para algún esclarecimiento 

y cuando sea necesario. 

Wilfredo Vargas Olivo Sí, en algunas oportunidades. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Descripcion. – Frente a esta interrogante, los abogados entrevistados, 

consideraron que existe dos extremos, algunos refiriendo que el juez si habría 

escuchado al agraviado y la otra indicando que el juez no ha escuchado al 

agraviado. Cabe aclarar que la interrogante se ha formulado considerando lo 

establecido en el artículo IX (inciso 3) del Título Preliminar del Código Procesal 

penal, así como en el artículo 95, del mismo cuerpo normativo, en el que se 

expresa, que el agraviado tendrá el derecho a ser oído o escuchado, lógicamente, 

por quien dirija la audiencia, teniendo en cuenta los referidos dispositivos 

normativos, existen diez entrevistado que han referido que el agraviado no ha sido 

escuchado por el juez, y en la mayoría de los casos, han mencionado que se debe 

a que el agraviado no se ha constituido en actor civil, pues en su condición de 

agraviado no tendría el derecho a ser oído o intervenir en el juicio oral, tal como 

lo han señalado, los abogados Ana María Carpio Barbachan, Sadam Aníbal 

Betancur Ordoñez, Aníbal Calderón Jara y Waldo F. Flórez Ponce de León. 

 

 

 

 

 

 



95 
 

Tabla 22  

Pregunta 05 ¿Usted como abogado del agraviado, ha tenido los mismos 

derechos que el abogado de las demás partes procesales? 

Entrevistado Respuesta 

Waldo F. Flórez Ponce de León No, por no haberme constituido en actor 

civil. 

Luis Alfredo Calderón Jara En caso de no estar constituido en acto 

civil, no. 

Sadam A. Betancur Ordoñez No, como abogado del agraviado no he 

tenido los mismos derechos que los 

abogados de las demás partes. 

José Rafael Ramos  Se ha ejercido los derechos del agraviado 

conforme a ley, sin embargo, la 

intervención del abogado del agraviado es 

limitado en comparación de los demás 

sujetos procesales, salvo se constituya en 

actor civil. 

Ana María Carpio Barbachan No, como abogada del agraviado no he 

tenido los mismos derechos que las demás 

partes. 

Higidio Bolívar Arcos  No he tenido los mismos derechos porque 

no me he constituido en actor civil. 

Cesar Holguino Huamanquispe No, porque el único que tiene los derechos 

es el actor civil. 

David Cuti Ñoñonca Cuando no te constituyes en actor civil, no 

tienes los mismos derechos. 

Masías Noblega Palacios Si es que no me he constituido en actor 

civil, no. 

Wilfredo Vargas Olivo No porque no me constituido en actor 

civil. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Descripción. – Al planteamiento de la quinta interrogante, todos los 

abogados entrevistados, respondieron que no tienen los mismos derechos que los 

abogados de las demás partes procesales, esto se debe a que no se han constituido 

en actor civil, la institución de actor civil, tiene regulación propia por lo que la 

norma procesal penal le otorga otras facultades y/o derechos conforme se 

encuentran detallados en el artículo 104 y 105 del Código Procesal Penal, al 

respecto, Villegas (2019) refiere que: 

 El Actor civil es el perjudicado que ejerce su derecho de acción civil 

dentro del proceso penal, es decir, es quien ha sufrido en su esfera 

patrimonial los daños producidos por la comisión del delito, siendo 

titular, frente al responsable civil, de un derecho de crédito, bien a título 

de culpa, bien por la simple existencia de una responsabilidad objetiva 

que pudiera surgir con ocasión de la comisión de un delito. (p.196). 

Por otra parte, Neyra Flores (2010) señala: 

Por ello la sentencia recaída en el Exp. N° 19-2001-09- A.V., de fecha 

30 diciembre 2009, caso Barrios Altos y La Cantuta, señala: “se define 

como parte civil [o actor civil] a quien es sujeto pasivo del delito, es 

decir, quien ha sufrido directamente el daño criminal y, en defecto de 

él, el perjudicado; esto es, el sujeto pasivo del daño indemnizable o el 

titular del interés directa o inmediatamente lesionado por el delito. Así, 

pueden constituirse en parte civil el agraviado, sus ascendientes o 

descendientes (incluso siendo adoptivos), su cónyuge, sus parientes 

colaterales y afines dentro del segundo grado, el tutor o curador” 

(p.259). 
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En síntesis, los datos que se obtuvieron, también fueron trasladados al 

software ATLAS.ti, el cual permitió identificar los conceptos más relevantes, con 

los que se generaron redes semánticas, como resultados estructurados del objetivo. 

Figura 2  

Resultados de la red semántica de la intervención del agraviado en juicio oral 

 
Fuente: Elaboración propia mediante software ATLAS.ti. 

Como se aprecia, el actor civil, es en otras palabras, el agraviado que 

solicita su constitución, por lo que tiene atribuciones orientadas al objeto civil, es 

decir, el monto de la reparación civil, por tanto, los alegatos, las pruebas y demás 

intervenciones que realice en la etapa de juzgamiento deben de estar únicamente 

orientadas a su pretensión civil, por lo que el agraviado, como tal, no tiene derecho 

ni a solicitud o pronunciarse con respecto de la reparación civil, sino a solicitud 

su constitución en actor civil, es por ello, que los abogados entrevistados refieren 

que no tienen los mismos derechos que los abogados de las demás partes 

procesales. 
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4.2. DISCUSIÓN 

 En esta fase de la investigación, se procede a discutir los resultados obtenidos en 

relación al objetivo general y a los dos objetivos específicos, la discusión se realizará de 

forma ordenada y sistemática, analizando las respuestas de los abogados entrevistados, la 

norma procesal penal vigente y la jurisprudencia relevante al caso concreto.  

4.2.1. Con relación al objetivo específico 1. 

Identificar los derechos del agraviado que son ejercidos en la etapa de 

juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para este objetivo, se utilizó el instrumento de la guía de entrevista, la 

misma que fue dirigía a diez abogados litigantes conocedores del tema, quienes 

de forma unánime han referido que no han realizado alegatos de apertura, no han 

ofrecido medios de prueba nueva, no han realizado preguntas a los testigos o 

peritos, no se han pronunciado con respecto de la reparación civil y tampoco han 

realizado alegatos de apertura, coincidiendo todos, que ello se debe, a que el 

agraviado no se ha constituido en actor civil. 

Al respecto, como es de conocimiento, el agraviado es el perjudicado 

directo del delito, es quien ha sufrido las consecuencias del hecho delictivo, si se 

trata de un delito de usurpación, este habrá sufrido un daño patrimonial, es decir, 

un menoscabo en su economía, si se trata de un delito en contra de su integridad, 

ha sufrido lesiones físicas y/o psicológicas y peor aún, si se trata de delitos contra 

la libertad sexual, sin embargo, la norma procesal penal, refiere en otros términos 

que, si el agraviado desea intervenir activamente en el desarrollo del juicio oral, 

debe de constituirse en actor civil, lo que resulta contraproducente, pues el 

agraviado, además de haber sufrido las consecuencias del delito, si desea 
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intervenir en el desarrollo del juicio oral, debe de constituirse en actor civil, con 

ello, se condiciona al agraviado a que se constituya en actor civil, pues de no 

hacerlo, no tendrá las mismas oportunidades de que las demás partes procesales. 

Por otro lado, en este mismo objetivo específico, los abogados 

entrevistados, han manifestado que, el agraviado debería de tener mayor 

intervención en el desarrollo del proceso penal, en aras del principio de igualdad 

de armas, debido proceso, contradicción, tutela jurisdiccional y derecho de 

defensa.  

En este punto, es preciso recalcar como se ha mencionado que estos 

principios de derecho procesal penal, son de aplicación general, a todas las partes 

procesales, por tanto, siendo el agraviado un sujeto procesal, por el hecho de haber 

sufrido las consecuencias del delito, el agraviado debe de ampararse en estos 

principios y no debe ser excluido de ellos, pues no existe normatividad alguna que 

prohíba que, el agraviado no cuente con el derecho de ser asistido por un abogado, 

así como tampoco, existe un artículo dentro del Nuevo Código Procesal Penal, 

que prohíba al abogado del agraviado a realizar alegatos, a interrogar a los testigos 

o peritos, a ofrecer pruebas, más por el contrario,  el Título Preliminar del Código 

Procesal Penal, en el artículo I (numeral 3) garantizan la igualdad de posibilidad 

entre los sujetos procesales, el articulo IX (numeral 3) garantiza, también, el 

ejercicio de los derechos de información y de participación procesal a la persona 

agraviada o perjudicada por el delito, así como también, el Acuerdo Plenario N° 

04-2019, en su fundamento 19 en el que se detalla los derecho del agraviado i) de 

conocer las actuaciones jurisdiccionales, ii) derecho de participar en el proceso, a 

intervenir en las decisiones que le afecten a impugnar e interponer remedios 

procesales, a constituirse en actor civil, iii) derecho a obtener tutela jurisdiccional 
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efectiva, derecho a la verdad, derecho a la justicia y derecho a la reparación 

integral. 

Lo que concuerda con lo señalado por el autor Condolo (2019)  quien en su 

tesis titulada: La tutela de derechos a favor del agraviado, quien concluyó que, la tutela 

de derechos sirve para garantizar o reponer los derechos con los que el acusado 

tiene en el proceso, sin embrago, en función de la igualdad procesal este 

mecanismo que tiene como característica ser genérico y residual debe ampliarse 

para que cualquier sujeto procesal haga uso de ello cuando sienta que sus derecho 

están siendo vulnerados, se tiene elementos para poder establecer la tutela de 

derechos a favor de la parte perjudicada, ya que el derecho a la igualdad deben 

preponderar, que el agraviado pueda hacer uso de este mecanismo. 

Asimismo, se ha identificado que el agraviado dentro de la etapa de 

juzgamiento, conforme el artículo 95 del Código Procesal Penal tiene derecho a 

apelar la sentencia absolutoria y el auto de sobreseimiento, sin embargo, no existe 

proscripción expresa de la intervención del agraviado en el desarrollo del juicio 

oral o etapa de juzgamiento, por lo que, debe de garantizarse su participación en 

el desarrollo de las audiencias de juicio oral, en aras de garantizar sus derechos, 

en igualdad de condiciones con las demás partes procesales. 

4.2.2. Con relación al objetivo específico 2. 

Determinar qué principios y/o derechos del agraviado se vulneran en la 

etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal. 

Para el segundo objetivo específico, se ha utilizado como instrumento, la 

ficha de observación documental que consiste en la revisión de expedientes, en 

los cuales el agraviado y su defensa asistieron a la audiencia de instalación y 
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desarrollo de toda la etapa de juzgamiento, de dicho proceso se observó lo 

siguiente: 

Etapa de instalación de juicio oral. – En esta etapa de juicio oral, el juez 

dio inicio, informando a la sala sobre el número de expediente, nombre del 

acusado, delito que se le imputa, nombre del agraviado, continuando con la 

acreditación de los sujetos procesales presentes, conforme se ha observado los 

expediente en su totalidad, los agraviados fueron notificados para la audiencia de 

juicio oral, se advirtió que conforme a las actas de audiencias, los agraviados 

asistieron a la instalación del juicio oral, procediéndose con su acreditación, 

seguidamente, se cedió el uso de la palabra al abogado de la defensa del agraviado, 

quien de igual modo procedió a acreditarse, seguido de ello, el juez otorgo el uso 

de la palabra al representante del Ministerio Público para que inicie con sus 

alegatos de apertura, seguido de ello, se otorgó el uso de la palabra al abogado de 

la defensa del acusado, continuando se procedió a dar lectura de los derechos del 

acusado, preguntándole  si se siente responsable de los hechos, prosiguiendo con 

el juicio oral, no habiendo aceptado los cargos, el imputado, el juez pregunta a las 

partes si tienen prueba nueva que ofrecer, indicando el representante de Ministerio 

Público y la defensa del acusado, que no tenían prueba nueva que ofrecer y con 

ello se concluyó, la etapa de instalación o apertura de juicio oral. 

En esta subetapa del juicio oral o etapa de juzgamiento, el juez no cedió el 

uso de la palabra al abogado de la defensa del agraviado, pese a haberse acreditado 

y estar presente en la sala de audiencia, tampoco se le dio la oportunidad de 

realizar alegatos de apertura ni se le preguntó si tenía prueba nueva que ofrecer. 
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En este punto, se debe recalcar que, el agraviado como sujeto procesal, si 

cuenta con el derecho de contar con un abogado, sin embargo, el abogado no tiene 

la posibilidad de intervenir en el juicio oral, dicha limitación, no solamente 

vulnera el derecho de defensa del agraviado, sino también, limitaría el ejercicio 

profesional del abogado, según el Código de Ética del Abogado, en su sección 

segunda artículo 3, refiere que, la abogacía tiene por fin la defensa de los derechos 

de las personas y la consolidación del Estado de Derecho, la justicia y el orden 

social. En consecuencia, no solamente se vulneran los derechos del agraviado sino 

también de quien asume su defensa. 

Etapa de actividad probatoria. – En esta etapa de juicio oral, se inició con 

el interrogatorio a los testigos y peritos, así como la actuación de pruebas 

documentales, observándose que, en ningún momento, la defensa del agraviado, 

pudo intervenir en su desarrollo, lo que contravendría el derecho a la prueba, el 

mismo que se encuentra implícito en el derecho al debido proceso, tal como se ha 

referido el Tribunal Constitucional en el Expediente N° 6712-2005-HC/TC, en su 

fundamento 15 que refiere: 

El derecho a la prueba es un derecho de estructura compleja cuyo 

contenido está “(…) compuesto por i) el derecho a ofrecer medios 

probatorios que se consideren necesarios, ii) a que estos sean admitidos, 

iii) adecuadamente actuados, iv) que se asegure la producción o 

conservación de la prueba a partir de la actuación anticipada de los 

medios probatorios y v) que estos sean valorados de manera adecuada 

y con la motivación debida, con el fin de darle el mérito probatorio que 

tenga en la sentencia. La valoración de la prueba debe estar 

debidamente motivada por escrito, con la finalidad de que el justiciable 
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pueda comprobar si dicho mérito ha sido efectiva y adecuadamente 

realizado” 

Como se había mencionado el agraviado no tiene la oportunidad de ofrecer 

prueba nueva en el juicio oral, tampoco puede realizar el interrogatorio o 

contrainterrogatorio todo por intermedio de su defensa pese a ser considerado 

como parte procesal, por tanto, si resulta ser titular del derecho a la prueba y 

atendiendo lo indicado por el Tribunal Constitucional, en el referido expediente, 

pues se vulnera el derecho de prueba del agraviado en su dimensión de 

ofrecimiento y adecuada actuación de las pruebas. 

Etapa de alegatos de clausura. – En esta etapa de juicio oral, las partes 

procesales procedieron a dar un resumen de cada una de las actuaciones 

probatorias, resulta ser de gran importancia pues será la última oportunidad que 

las partes procesales puedan dirigirse al juez en cuanto al debate, realizando la 

observación, el abogado del agraviado no tuvo la oportunidad de realizar los 

alegatos de clausura, continuando con el desarrollo, el juez otorga el uso de la 

palabra al acusado, a fin de que este, ejerza su derecho de autodefensa, 

concluyendo con ello, el debate, quedando únicamente la deliberación del caso o 

la emisión de la sentencia dentro del plazo de ley. 

De todo lo expuesto, se aprecia que si se vulneran principios y/o derechos 

del agraviado, como sujeto procesal, al no permitirle su intervención en las 

actuaciones de la etapa de juzgamiento, ello condice con lo mencionado por el 

autor Jiménez  (2020) en su tesis titulada: La protección del agraviado en igualdad 

de partes en el proceso acusatorio en el distrito judicial de Ucayali, 2020, 

investigación que tuvo como conclusión, que la aplicación del principio de 
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igualdad de armas es producto de la doctrina y jurisprudencia mundial, reconocida 

como una aplicación básica en el proceso modelo acusatorio, así como 

indispensable en el desarrollo de todo proceso judicial, que garantiza la libertad 

conforme a  la ley; sin embargo, hasta la fecha no se ha demostrado ningún grado 

significativo de igualdad entre víctimas y testigos. 

En consecuencia, si se vulneran principios como el de igualdad de armas, 

que tiene como finalidad corregir el desequilibrio que pueda darse en el juicio 

oral, derecho de defensa del agraviado, al no dejar intervenir al abogado del 

agraviado en las actuaciones del juicio oral, también, el derecho de contradicción, 

derecho a la prueba, y generalizando todo ello con la Tutela Jurisdiccional y el 

debido proceso, que también amparan al agraviado como sujeto procesal. 

4.2.3. Con relación al objetivo general.  

Analizar como interviene el agraviado en la etapa de juzgamiento en el 

Nuevo Código Procesal Penal.  

Para el objetivo general, se utilizó como instrumento la guía de entrevista, 

la misma que fue dirigida a abogados litigantes conocedores del tema, como se ha 

mencionado de forma unánime, los entrevistados han referido que, si han 

patrocinado a un abogado o han ejercido la defensa técnica de un agraviado en la 

etapa de juzgamiento, asistiendo a la audiencia de instalación de juicio oral, 

además de ello, han referido que el agraviado si hace los esfuerzos necesarios para 

intervenir en el juicio oral, coadyuvando por ejemplo con el ofrecimiento de 

pruebas, inclusive antes de la etapa de juzgamiento, también coadyuvan con la 

concurrencia de testigos al juicio oral, sin embargo, se ven limitado al momento 

de poder intervenir de forma directa o por intermedio de su abogado, pues los 
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abogados entrevistados han referido que, el agraviado y su defensa no han sido 

escuchados por el juez, debido a que no se habrían constituido en actor civil y se 

presentan solo en calidad de agraviado, en consecuencia, no tendrían los mismos 

derechos que los abogados de las demás partes procesales. 

En las respuestas obtenidas de los abogados entrevistados, se verifica que, 

en efecto el agraviado como tal, si interviene en el juicio oral o etapa de 

juzgamiento, pero su intervención consiste, únicamente, en su acreditación como 

tal, la misma suerte sigue el abogado que defiende técnicamente a la parte 

agraviada, quien únicamente se acredita antes de la instalación de la audiencia, sin 

tener mayor intervención en el desarrollo del juicio oral. 

Situación que no deberá de ser así, considerando que el articulo I, numeral 

3, del Título Preliminar del Código Procesal Penal, refiere “Las partes 

intervendrán en el proceso con iguales posibilidades de ejercer las facultades y 

derechos previstos en la Constitución y en este Código. Los jueces preservarán el 

principio de igualdad procesal, debiendo allanar todos los obstáculos que impidan 

o dificulten su vigencia.”  

Siendo el agraviado como tal, parte procesal, tiene los mismos derechos 

que las demás partes procesales, así ha sido referido en el Acuerdo Plenario N° 

04-2019, en su fundamento 19 que refiere:  

La víctima, en el proceso penal, tiene derechos propios, en tanto la 

concepción que asumió el Código Procesal Penal es la de erigirse en un 

instrumento para resolver conflictos sociales en los cuales la víctima es, 

precisamente, uno de los protagonistas. La víctima, no solo tiene derechos 

económicos como tradicionalmente se ha entendido, esto es, a una reparación 

https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
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efectiva e integral por los daños infligidos por la conducta atribuida al imputado, 

sino también a una plena tutela jurisdiccional de sus derechos y concebirse su 

intervención y derechos como una protección integral garantía efectiva de su 

dignidad, derechos materiales y derechos procesales. 

Por lo tanto, considerado al agraviado como tal, sujeto procesal dentro de 

lo que es el desarrollo de proceso penal, en consecuencia, en la etapa de 

juzgamiento, los jueces deberían de garantizar su intervención activa en del 

desarrollo del juicio oral. 

El artículo 95 del Código Procesal Penal, se hace mención a los derechos 

del agraviado, haciendo referencia solamente a que el agraviado tendrá derecho a 

ser informado, a ser escuchado antes de cada decisión que implique la suspensión 

o extensión de la acción penal, a recibir un trato digno y a impugnar la sentencia 

absolutoria y el sobreseimiento. 

Dicho artículo es limitativo en cuanto al ejercicio de los derechos del 

agraviado, sometiéndolo únicamente a ser un testigo de todo el desarrollo del 

juicio oral, no teniendo oportunidad de manifestarse por sí o por intermedio de su 

abogado, contradiciendo principios como el de igualdad de armas, contradicción, 

tutela jurisdiccional, derecho de defensa, que son principios y/o derechos de 

aplicación general para todos los sujetos procesales, sin distinción alguna. 

En consecuencia, la postura que asumimos en la presente investigación, es 

que el agraviado como sujeto procesal dentro del juicio oral, debe de ser amparado 

con todos los principios y derechos que regulan el desarrollo del juicio oral y de 

ese modo intervenir en igualdad de posibilidades y condiciones que los demás 

sujetos procesales, en el desarrollo de la etapa de juzgamiento. 
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Para lograr dicho objetivo, necesariamente debe de modificarse el artículo 

95 del Código Procesal Penal, que regula los derechos del agraviado, por tanto, 

debe de integrarse expresamente en el referido artículo, que el agraviado 

conjuntamente con su abogado, tenga derecho a intervenir activamente en el 

desarrollo del juicio oral. 

Por tanto, luego de haberse verificado que el agraviado no estaría 

amparado por principios y normas, como si lo están los demás sujetos procesales 

en el desarrollo del juicio oral, evidenciándose así la vulneración del principio de 

igualdad de armas, que rige el desarrollo del juicio oral, así como lo establecido 

en el artículo  I, numeral 3 y artículo IX, numeral 3 del Título Preliminar del 

Código Procesal Penal, principios que de igual modo regulan el desarrollo de todo 

juicio oral y prevalecen sobre toda norma contenida en el mismo cuerpo 

normativo, por ende, resulta necesario modificar el artículo 95 del Código 

Procesal Penal, en el que se establece los derechos del agraviado, para ello, debe 

de integrarse a dicho dispositivo expresamente que, el agraviado y su abogado 

tiene derecho a intervenir en el desarrollo del juicio oral, para ello, la presente 

investigación aporta con un proyecto de ley, con el que se propone dicha 

modificatoria del artículo 95 del Código Procesal Penal, la misma que se 

encuentra anexada. 
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V. CONCLUSIONES 

En esta etapa de la investigación, se da a conocer las conclusiones a las que 

conducen los resultados y la discusión, siendo las siguientes: 

PRIMERA:  Se ha logrado determinar que el agraviado no interviene en la etapa de 

juzgamiento según el Nuevo Código Procesal Penal, pese a que el 

agraviado conjuntamente con su defensa de libre elección, son notificados 

y asisten a las audiencias de juicio oral, limitándose únicamente su 

participación, a la acreditación señalando domicilios reales y/o procesales 

para que sean notificados únicamente con la sentencia. 

SEGUNDA:  Se ha identificado que el agraviado conforme al artículo 95 del Nuevo 

Código Procesal Penal, cuando se encuentra en la etapa de juzgamiento, 

tiene derecho a impugnar la sentencia absolutoria, sin embargo, este no ha 

intervenido en el desarrollo del juicio oral, es decir, no ha realizado 

alegatos de apertura, no ha interrogado a los órganos de prueba, no se ha 

pronunciado con respecto de las pruebas documentales, no ofrece medios 

probatorios, no se pronuncia con respecto de la reparación civil y no realiza 

alegatos de clausura. 

TERCERA:  Se ha determinado que los derechos y/o principios del agraviado que se 

vulneran en la etapa de juzgamiento en el Nuevo Código Procesal Penal, 

considerando que el agraviado es parte en el proceso penal, son los 

siguientes, principio de igualdad de armas, principio de contradicción, 

derecho de defensa, tutela jurisdiccional, derecho a la prueba, principios 

y/o derechos que amparan a todas las partes procesales sin excepción 

alguna. 
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VI. RECOMENDACIONES 

PRIMERO:  A los jueces que intervienen en el desarrollo del juicio oral, aplicar el 

control difuso y velar también por los intereses del agraviado, otorgándole 

los mismos derechos y oportunidades que tienen las demás partes 

procesales, así como, su respectiva defensa técnica, en aras de administrar 

justicia en igualdad de oportunidades para cada una de las partes 

procesales, conforme a los principios regulados en el Título Preliminar del 

Nuevo Código Procesal Penal. 

SEGUNDO:  A los legisladores, a fin de modificar el artículo 95 del Nuevo Código 

Procesal Penal, para que se amplie y se detalle expresamente los derechos 

del agraviado, ello con el fin de darle las mismas oportunidades no 

solamente al agraviado como tal, sino también, a su defensa técnica en 

todo el desarrollo del juicio oral, considerada como la etapa estelar del 

proceso penal, para ello, se presenta un proyecto de ley. 

TERCERO:  A los legisladores a fin de replantear la institución procesal de actor civil, 

en aras de no sobre exigir al agraviado imponiéndole se constituya en actor 

civil para ejercer mayores derechos en el proceso penal, pese haber sufrido 

las consecuencias del delito de forma directa, sino a otorgarle mayores 

derechos, así como obligaciones en su calidad de agraviado como tal. 
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ANEXO 2. Proyecto de ley. 

Sumilla: PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 95° DEL 

CODIGO PROCESAL PENAL 

 El congresista de la República, CLINTONG EMILIO VERA CALCINA, integrante del 

grupo parlamentario y los demás congresistas que suscriben, en ejercen ejercicio de la 

potestad conferida por el artículo 107° de la Constitución Política del Estado, concordante 

con el Artículo 22 lnc. c), 75º y 76º del Reglamento del Congreso, proponen al Congreso 

de la Republica lo siguiente:  

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Ha dado la siguiente Ley:  

FÓRMULA LEGAL 

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 95 DEL CÓDIGO 

PROCESAL PENAL. 

Artículo 1º. Objeto de la Ley.  

La presente Ley tiene por objeto modificar el artículo 95, del Código Procesal Penal, en 

los siguientes términos: 

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 95, del Código Procesal Penal.  

(…) 

Con el siguiente texto: 

 

Artículo 95. Derechos del agraviado 

1. El agraviado tendrá los siguientes derechos: 

a) A ser informado de los resultados de la actuación en que haya intervenido, así 

como del resultado del procedimiento, aun cuando no haya intervenido en él, 

siempre que lo solicite; 

b) A ser escuchado antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión 

de la acción penal, siempre que lo solicite; 

c) A recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes, y 

a la protección de su integridad, incluyendo la de su familia. En los procesos por 

delitos contra la libertad sexual se preservará su identidad, bajo responsabilidad de 

quien conduzca la investigación o el proceso. 
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d) A impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria. 

e) El agraviado tiene derecho a contar con un abogado e intervenir en el 

desarrollo del juicio oral. 

f) Si el agraviado y/o su defensa deja de asistir de forma continua a dos 

audiencias consecutivas en lo posterior se le limitara su intervención. 

2. El agraviado será informado sobre sus derechos cuando interponga la denuncia, 

al declarar preventivamente o en su primera intervención en la causa. 

3. Si el agraviado fuera menor o incapaz tendrá derecho a que durante las 

actuaciones en las que intervenga, sea acompañado por persona de su confianza. 

Artículo 2º.- Vigencia de la Ley.  

La presente Ley entra en vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial “El Peruano”. 

Puno, noviembre de 2024. 
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ANEXO 3. Validación de instrumento 
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ANEXO 4. Guía de entrevista 
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ANEXO 5. Validación instrumentó 
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ANEXO 6. Ficha de observación 

FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL 

N° DE EXPEDIENTE N° 00541-2021-14-0307-JR-

PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: 

USURPACIÓN – 

DESPOJO DE LA 

POSESIÓN 

ACUSADO: GEORGINA HUAMANI ZANALEA 

 

AGRAVIADO: 

MARITZA QUISPE 

CONDORI 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSIÓN OBSERVACIÓN 

Que, el 20 de junio del 

2019, la acusada, 

aprovechando la confianza 

y buena fe depositado por 

el agraviado, logra 

despojar parcialmente de la 

posesión mediata del 

predio al agraviado, para lo 

que destruyó el cerco 

rústico construido por el 

agraviado y en su lugar 

construyó un muro de 

adobe y con espinas de una 

aproximado de dos metros, 

por lo que se solicita dos 

años de pena privativa de 

libertad y el pago de la 

reparación civil por el 

monto de s/4.000.00 soles. 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió 

absolviendo de culpa y 

pena, así como del pago 

de la reparación civil a 

la acusada, por no 

haberse acreditado con 

prueba suficiente que la 

agraviada habría 

realizado dichos actos 

de despojo de la 

posesión. 

La instalación de la 

audiencia de juicio 

oral fue en fecha 08 de 

noviembre de 2022, 

cabe resaltar que la 

agraviada Maritza 

Quispe Condori, 

asistió a la audiencia 

conjuntamente con el 

abogado Waldo F. 

Flórez Ponce de León, 

con registro N° 957, 

así mismo, cabe 

resaltar que el letrado 

no realizo alegatos de 

apertura, no participo 

en la actividad 

probatorio, ni realizo 

alegatos de clausura, 

conforme se tiene de 

revisado el expediente. 
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FICHA DE OBSERVACION DOCUMENTAL 

N° DE EXPEDIENTE N° 00523-2022-43-0307-JR-

PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: ACOSO 

ACUSADO: ZAIDA DOMINGUEZ APAZA DE 

ESCUDERO 

 

AGRAVIADO: 

SONIA GUZMAN 

ZEGARRA 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSION OBSERVACION 

Se tiene que en fecha 20 de 

agosto de agraviada habría 

sido víctima de acoso por 

parte de la acusada, cuando 

esta quiso mantener 

contacto con la agraviada 

sin su consentimiento, al 

escribirle por mensajes de 

Wasap para posteriormente 

ir al domicilio de la 

agraviada para decirle que 

no le tiene miedo, así como 

de mandar a terceros para 

que la estén vigilando en su 

centro de trabajo, por lo 

que el Ministerio Publico, 

solicita un año de pena 

privativa de libertad, así 

como la penal de sesenta 

días multa y el pago de la 

reparación civil por el 

monto de s/2.000.00 soles. 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió 

absolviendo de culpa y 

pena, así como del pago 

de la reparación civil a 

la acusada Zaida 

Domínguez de Apaza de 

Escudero, pues la acción 

no se adecua 

perfectamente el tipo 

penal de acoso. 

La instalación de la 

audiencia de juicio 

oral fue en fecha 25 de 

junio de 2024, cabe 

resaltar que la 

agraviada Sonia 

Guzmán Zegarra, 

asistió a la audiencia 

conjuntamente con el 

abogado Wilfredo 

Vargas Olivo, con 

registro N° 2167, así 

mismo, cabe resaltar 

que el letrado no 

realizo alegatos de 

apertura, no participo 

en la actividad 

probatorio, ni realizo 

alegatos de clausura, 

conforme se tiene de 

revisado el expediente. 
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FICHA DE OBSERVACION DOCUMENTAL 

N° DE EXPEDIENTE N° 00140-2017-1-0307-JR-

PE-01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: ESTAFA 

GENERICA 

ACUSADO: JAVIER ZUÑIGA ARIAS 

 

AGRAVIADO: 

GILBER 

MENDOZA 

ARREDONDO 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSION OBSERVACION 

Se tiene que el acusado 

habría estafado al 

agraviado induciéndolo al 

error, para que este 

entregue la suma de 

s/40.000.00 soles para la 

venta de mineral, so 

pretexto para que luego de 

que se venda el mineral le 

devolviera el dinero, hecho 

por el cual el Ministerio 

Publico, solicita dos años y 

ocho meses de pena 

privativa de libertad, así 

como la devolución del 

monto de s/30.000.00 soles 

y el pago de la reparación 

civil de s/5.000.00 soles. 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió 

condenando al acusado 

a dos años y ocho meses 

de pena privativa de 

libertad de carácter 

suspendida, así como el 

pago de la reparación 

civil por el monto de 

s/19.000.00 soles. 

La instalación de la 

audiencia de juicio 

oral fue en fecha 19 de 

abril de 2023, cabe 

resaltar que el 

agraviado Gilbert 

Mendoza Arredondo, 

asistió a la audiencia 

conjuntamente con el 

abogado Julio 

Mendoza Muelle, con 

registro N° 1831, así 

mismo, cabe resaltar 

que el letrado no 

realizo alegatos de 

apertura, no participo 

en la actividad 

probatorio, ni realizo 

alegatos de clausura, 

conforme se tiene de 

revisado el expediente. 

 

  



137 
 

FICHA DE OBSERVACION DOCUMENTAL 

N° DE EXPEDIENTE N° 00671-2022-72-0307-JR-PE-

01 - JUZGADO PENAL UNIPERSONAL DE 

COTABAMBAS 

DELITO: LESIONES 

LESVES 

ACUSADO: NELY QUISPE ROQUE 

 

AGRAVIADO: 

SANTUSA ASTO 

MOREANO 

 

RESUMEN DEL 

CONFLICTO 

CONCLUSION OBSERVACION 

Que en fecha 16 de noviembre 

de 2022, cuando la agraviada se 

dirigía al despacho del juez de 

paz del distrito de 

Challhuahuacho, para solicitar 

dar solución de un predio, 

posterior a ello, la agraviada se 

dirigió hasta sus animales, 

donde las personas de 

Bernardino Quispe Mataqque, 

Ayde Quispe Roque, Rosmery 

Quispe Roque, Santusa Roque 

Challanca, Casiano Andrade 

Pinares y Nely Quispe Roque, 

quienes le alcanzaron y 

comenzó una trifulca con 

agresiones físicas, donde 

participaron la familia de la 

imputada Nely Quispe Roque y 

la familia de la agraviada 

Santusa Asto Moreano, muchos 

de los cuales resultaron con 

lesiones, la acusada golpeo con 

objeto contundente (piedra) en 

la parte de la cara cerca a la 

vista y también y con mayor 

contundencia en la nariz, de 

donde comenzó a sangrar 

profusamente, agraviada quien 

perdió el conocimiento y 

quedarse tirada en el piso, estos 

hechos han merecido que la 

agraviada obtenga 05 días de 

atención facultativa y 15 días de 

incapacidad médico legal, por 

lo que se solicita dos años y 

ocho meses de pena privativa 

de libertad, así como el pago de 

la reparación civil por el monto 

de s/2,242.00 soles 

En el presente juicio 

oral, luego de la 

actuación probatoria, el 

juez resolvió 

absolviendo de culpa y 

pena, así como del pago 

de la reparación civil a 

la acusada Nely Quispe 

Roque, como presunta 

autora del delito contra 

la vida el cuerpo y la 

salud en la modalidad 

de lesiones, subtipo, 

lesiones Leves, en 

agravio de Santusa Asto 

Moreano. 

La instalación de la 

audiencia de juicio oral fue 

en fecha 08 de julio de 2024, 

cabe resaltar que la 

agraviada, asistió a la 

audiencia conjuntamente 

con el abogado Rodolfo 

Aníbal Calderón Jara, con 

registro N° 1158, así mismo, 

cabe resaltar que el letrado 

no realizo alegatos de 

apertura, no participo en la 

actividad probatoria, ni 

realizo alegatos de clausura, 

tampoco se pronunció con 

respecto de la reparación 

civil, conforme se tiene de 

revisado el expediente. 
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ANEXO 7. Constancia de revisión de tesis 

CONSTANCIA DE REVISIÓN DE TESIS 

A quien corresponda: 

El que suscribe, Roberto Arela Mamani, identificado con N° DNI 40837553, especialista 

en Literatura y Lingüística hace CONSTAR, por medio de la presente la revisión de la 

tesis: «LA INTERVENCIÓN DEL AGRAVIADO EN LA ETAPA DE JUZGAMIENTO 

EN EL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL», presentado por el Bachiller, Clintong 

Emilio Vera Calcina en la Escuela Profesional de Derecho, Facultad de Ciencias Jurídicas 

y Políticas, Universidad Nacional del Altiplano. Luego de la respectiva revisión a los 

requisitos de forma y fondo, en mi condición de corrector de estilos, y cumpliendo con 

las recomendaciones de la universidad: 

• Corrección de redacción, gramática, sintaxis, ortografía, ortotipografía, semántica y 

estándares mínimos de Lingüística. 

• Proceso de revisión, limpieza y perfeccionamiento del texto para que sea lecturable, 

exacto, coherente y uniforme. 

• Validación de referencias y citas bibliográficas. 

Por lo que, se deja constancia que la Tesis se encuentra EXPEDITA para la publicación 

a texto completo y en acceso abierto. Lo que comunico para conocimiento y fines 

correspondientes. 

 

                                                        Puno, 09 de diciembre del 2024 

 

                                                  

  ______________________________ 

                                                     Mgtr. Roberto Arela Mamani 

                                                                   DNI 40837553 
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ANEXO 8. DECLARACION JURADA DE AUTENTICIDAD DE TESIS 
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ANEXO 9. AUTORIZACION PARA EL DEPOSITO DE TESIS EN EL REPOSITORIO 

INSTITUCIONAL 

 

 


